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III. Políticas Y PRÁCTICAS comercialES, por MEDIDAS

1) Introducción

1. Desde el anterior examen de sus políticas comerciales, en 1999, Filipinas parece haber impulsado relativamente poco su programa de reforma económica y liberalización del comercio adoptado en el decenio de 1980.  No obstante, la reciente renovación del  mandato político del Gobierno, sumada a un crecimiento económico favorable, ofrece a Filipinas una oportunidad única de romper con el pasado y proseguir el programa de reforma económica.  Con ello mejoraría, mediante el estímulo de la competencia, la eficiencia de los productores nacionales y su capacidad a largo plazo de competir contra las importaciones y en los mercados de exportación.  Es crucial que Filipinas aproveche esta oportunidad de reformar su régimen comercial, que no sólo sigue siendo restrictivo, sino también imprevisible y complejo, lo cual menoscaba su transparencia y ofrece un margen considerable para la discrecionalidad administrativa y para consecuencias no comerciales.

2. Los obstáculos a la importación siguen constituyendo un importante impedimento a la competencia en la economía y, por tanto, a la mejora de la productividad de los productores nacionales.  Entre los principales obstáculos a la importación figura el arancel, que también continúa siendo una fuente sustancial, aunque decreciente, de ingresos fiscales.  En 2001, la reducción planeada de los tipos NMF aplicados (al 0-5 por ciento en 2004 con algunas excepciones) en el marco del Programa de Reforma Arancelaria empezó a ser al menos parcialmente replanteada, a fin de "volver a calibrar" los tipos y elevar algunos de manera selectiva a fin de promover el desarrollo industrial.  En gran medida, esto se hizo en respuesta a la presión política de productores protegidos y otros grupos de interés y para reducir las pérdidas conexas de ingresos fiscales.  Se elevaron muchos tipos arancelarios que habían sido reducidos, sobre todo a partir de finales de 2003.  Así, la media aritmética del tipo NMF aplicado descendió del 9,7 por ciento en 1999 al 5,8 por ciento en 2003, pero aumentó al 7,4 por ciento en 2004;  esta cifra aún es baja si se tienen en cuenta los niveles de los países en desarrollo.  La enorme diferencia existente entre los tipos aplicados y consolidados provoca cierto grado de imprevisibilidad arancelaria dado que ofrece un margen sustancial para elevar los tipos aplicados.  También mengua la previsibilidad arancelaria el poder discrecional de que dispone la Presidencia para elevar los tipos NMF aplicados al 100 por ciento cuando lo estime necesario, posiblemente no respetando las consolidaciones arancelarias.  Siguen existiendo algunas exenciones arancelarias de tipo general y por sectores específicos.  Su recorte reduciría la complejidad arancelaria y compensaría el descenso de los ingresos causados por la reducción de los aranceles.  Todos los aranceles tienen tipos ad valorem, lo que contribuye de manera importante a la transparencia y la previsibilidad.  
3. Los obstáculos no arancelarios a las importaciones, en especial los regímenes de licencias y los permisos, afectan a cierto número de productos, principalmente por razones sanitarias o de seguridad.  Siguen estando prohibidas las importaciones de algunos productos (por ejemplo, madera autóctona), y unos cuantos productos particularmente sensibles (por ejemplo, el arroz y al parecer el pescado y los productos de la pesca) están sujetos a contingentes de importación.  Además, el Presidente puede prohibir las importaciones de productos procedentes de cualquier país que ejerza discriminaciones contra las exportaciones filipinas.  El sistema de licencias conexo es opaco y parece muy complejo.  Se han promulgado nuevas leyes para regular el uso de medidas especiales basadas en disposiciones de la OMC.  Las normas y reglamentos técnicos nacionales parecen obedecer en lo posible a directrices internacionales, y desde 1999 ha aumentado el número de normas nacionales armonizadas con las internacionales.  Los reglamentos sanitarios y fitosanitarios parecen ser estrictos.  Según las autoridades, un sistema  de contratación electrónico adoptado en 2001 ha hecho que la contratación pública sea considerablemente más transparente y menos costosa.  No obstante, la participación extranjera todavía parece limitarse a los casos en que no se disponga de bienes y servicios nacionales o a proyectos de financiación extranjera.

4. Algunos productos están sujetos a prohibiciones a la exportación y otras limitaciones;  el Presidente puede imponer contingentes a la exportación de cualquier producto.  Las exportaciones de azúcar (y, hasta 2005, las de textiles y prendas de vestir) permanecen sujetas a restricciones bilaterales especiales.  Los impuestos a la exportación se aplican solamente a la madera de plantación (20 por ciento), aunque parece que pueden volver a aplicarse a una amplia gama de productos.  Tales impuestos, al igual que las prohibiciones a la exportación, pueden provocar distorsiones al subvencionar implícitamente a los productores situados en las fases posteriores del proceso de producción.  Los precios mínimos de exportación también parecen aplicarse al arroz y al maíz.  Por otro lado, las políticas de ayuda a la exportación existen en parte como un esfuerzo para neutralizar el sesgo contrario a las exportaciones de las políticas de importación restrictivas.  Hay varios incentivos en apoyo de las exportaciones (por ejemplo, exenciones de derechos, devoluciones, zonas de elaboración para la exportación y desgravaciones fiscales);  algunos de ellos se supeditan a los resultados en materia de exportación.  Una política comercial más coherente y previsible beneficiaría a la competitividad exportadora de los productores.

5. Se recurre a incentivos fiscales y no fiscales para estimular la inversión en actividades orientadas a la exportación, determinados sectores y regiones menos desarrolladas.  Los incentivos fiscales han contribuido a la baja cifra de los ingresos fiscales.  La insuficiencia de los ingresos fiscales interiores puede constituir un obstáculo para reducir los aranceles y puede socavar la eficacia de la política fiscal para lograr la estabilidad macroeconómica y satisfacer las necesidades de desarrollo de Filipinas.

6. La intervención del Gobierno a través de la propiedad y la reglamentación sigue siendo considerable.  La privatización ha sido lenta, y las empresas estatales que generan pérdidas siguen suponiendo una considerable sangría para el presupuesto.  La privatización, acompañada de una mejor gestión empresarial, podría fomentar la competencia, estimulando con ello las inversiones extranjeras e impulsando el desarrollo a largo plazo.  No existe una legislación de alcance general sobre competencia, pero la abordan varias leyes y hay organismos que se hacen cargo del tema, aunque al parecer con una deficiente coordinación y una observancia poco estricta.  Del mismo modo, aunque existe una amplia legislación para proteger los derechos de propiedad intelectual, todavía parece endeble su aplicación.

2) Medidas que afectan directamente a las importaciones

i) Procedimientos

a)
Registro y documentación
7. En general, es necesario que los importadores se registren (pagando un derecho de 1.000 pesos filipinos) en la Administración de Aduanas (BOC).
  Los importadores de productos específicos (por ejemplo, productos de coco, café, productos de la pesca, troncos y madera, plantas y azúcar) necesitan además la acreditación de otros organismos, por ejemplo en lo relativo a las prescripciones sanitarias y fitosanitarias.

8. Todas las importaciones deben ir acompañadas de una factura comercial, el conocimiento de embarque, el certificado de origen (de ser solicitado), la lista de bultos, la licencia de importación (de ser solicitada) y un formulario de declaración formal de entrada en la aduana.  Los importadores (o agentes) deben de presentar a la BOC documentos de importación, que se tramitan utilizando el Sistema Operativo Aduanero Automatizado (ACOS), instalado en 2000.  Las expediciones se clasifican en función del riesgo.  Las de bajo riesgo se canalizan por la "vía verde", las de riesgo moderado por la "vía amarilla" y las de alto riesgo por la "vía roja".  Según las autoridades, en general las expediciones de la vía verde no están sujetas a inspección pero están cubiertas por un "examen posterior a la auditoría", y pueden ser despachadas en cuatro horas.  La BOC prescribe un examen documental de los productos canalizados por la vía amarilla, que también pueden ser despachados en cuatro horas según las autoridades;  las expediciones de la vía roja requieren inspección física y un promedio de dos días para su despacho.  La BOC ha añadido también una "vía superverde" para los importadores con derecho a utilizarla, en la que el despacho es inmediato.
  No obstante, aproximadamente el 80 por ciento de las importaciones se clasifican como de canal rojo.
  Las importaciones deben llevar la marca de su país de origen en una lengua oficial de Filipinas.  Filipinas prevé adherirse al Convenio de Kyoto revisado de la OMA, aunque con determinadas reservas, incluida la adopción plena de la auditoría posterior a la importación.
  

b)
Inspección previa a la expedición
9. Esta inspección se suspendió a partir del 1º de abril de 2000.

ii) Valoración en aduana y normas de origen

a)
Valoración en aduana
10. En 2001, Filipinas adoptó el valor de transacción como base para el cálculo del valor imponible de los artículos importados.
  Si no se puede determinar el valor de transacción, pueden utilizarse en su lugar los métodos previstos en el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC.  Filipinas invocó un período de transición de tres años adicionales para aplicar el método del valor reconstruido, y se reservó el derecho a invertir el orden de los párrafos 3 y 4 del Anexo III.

b)
Normas de origen
11. Filipinas no aplica normas de origen a las importaciones sujetas al trato NMF.  Se aplican normas preferenciales de origen en el marco de acuerdos comerciales regionales y bilaterales.  Filipinas confiere la condición de originarios de la Zona de Libre Comercio de la ASEAN a los productos cuyo contenido de la ASEAN sea al menos del 40 por ciento de su valor f.o.b.

iii) Aranceles

12. La reforma arancelaria, iniciada hace casi dos décadas, parece haberse estancado por consideraciones de política fiscal e industrial.  En la actualidad, se procede a "recalibrar" el arancel con el fin de proteger industrias "vitales" (capítulo IV).  Los aranceles han sido aumentados de manera selectiva, sobre todo desde finales de 2003, en gran parte a petición de las industrias afectadas.  El artículo 401 del Arancel y Código de Aduanas estipula que las partes interesadas pueden solicitar a la Comisión Arancelaria que modifique los tipos.
  Además, en aras de los intereses de la economía, el bienestar general y/o la seguridad nacional, el Presidente puede aumentar, reducir o suprimir los derechos de importación (incluidos los cambios de clasificación) previa recomendación del Servicio Nacional de Economía y Desarrollo (NEDA).  Los tipos pueden reducirse y aumentarse hasta un máximo del 100 por ciento ad valorem, en una o varias fases, lo que podría vulnerar las consolidaciones, socavando así la previsibilidad.  Las autoridades mantienen que los aumentos arancelarios no han vulnerado las consolidaciones en la OMC.

a)
Arancel consolidado
13. En la Ronda Uruguay, Filipinas consolidó el 64,8 por ciento de todas las líneas arancelarias:  el 99,5 por ciento de las líneas arancelarias de productos agropecuarios (definición de la OMC) y el 60 por ciento de las líneas arancelarias de productos no agropecuarios.  La cobertura de las consolidaciones varía sustancialmente de una sección a otra del SA, estando completamente consolidadas las secciones correspondientes a legumbres y hortalizas, grasas y aceites, alimentos preparados y textiles, mientras que otras, con inclusión principalmente de los productos industriales, tienen una representación nula o escasa de productos consolidados (gráfico III.1).  Si el alcance de las consolidaciones fuera mayor, podría aumentar la previsibilidad arancelaria.  Todos los tipos consolidados son ad valorem y oscilan entre el 0 y el 80 por ciento.  Alrededor del 60 por ciento de todos los aranceles consolidados lo están a tipos por debajo del 45 por ciento.  No obstante, los tipos consolidados superan a los aplicados, de manera sustancial en algunos casos, lo que va en detrimento de la previsibilidad puesto que ofrece un amplio margen para elevar los tipos aplicados, como se ha hecho de manera selectiva en los últimos años.
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Gráfico III.1

Proporción de líneas arancelarias consolidadas por sección del SA

Porcentaje

Fuente

:   Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Filipinas.

Totalmente 

consolidado

Parcialmente 

consolidado

Nota:      Cálculos basados en el arancel de 1999 en la nomenclatura del SA 96 (con un total de 5.569 líneas 

                arancelarias).  Se excluyen los tipos dentro de contingente.

01 Animales vivos y sus productos

02 Productos del reino vegetal

03 Grasas y aceites

04 Preparaciones alimenticias, etc.

05 Productos minerales

06 Productos químicos

07 Plástico y caucho

08 Cueros y pieles

09 Madera y manufacturas de madera

10 Pulpa, papel, etc.

11 Textiles y artículos textiles

12 Calzado, sombreros

13 Manufacturas de piedra

14 Piedras preciosas, etc.

15 Metales comunes y sus productos

16 Maquinaria

17 Material de trnsporte

18 Instrumentos de precisión

19 Armas y municiones

20 Manufacturas diversas

21 Obras de arte, etc.


b)
Arancel aplicado
14. El arancel de aduanas de Filipinas tenía en 2004 10.688 líneas arancelarias de 8 dígitos, cuyos tipos estaban comprendidos entre el 0 y el 65 por ciento (incluidos los tipos fuera de contingente).  Todos los aranceles son ad valorem, lo que aumenta la transparencia, y se perciben sobre el valor c.i.f. del producto importado.  La media aritmética del tipo NMF aplicado fue el 7,4 por ciento en 2004.

15. La finalidad de las reformas ha sido simplificar la estructura del arancel haciéndolo más uniforme y reduciendo la mayoría de los tipos a un abanico de entre el 0 y el 5 por ciento para 2001‑2004 (recuadro III.1).  No obstante, el número de franjas de tipos en el arancel aplicado en 2003 aún comprendía 17 tipos (16 en 1999), entre un 0 y un 65 por ciento, que aumentaron a 19 en 2004.  La mayor parte de los aranceles aplicados oscila entre el 1 y el 15 por ciento (gráfico III.2).  Entre las modificaciones en la distribución de los tipos aplicados desde 1999 se encuentran:  un incremento en las líneas libres de derechos y las líneas sujetas a un tipo del 1 por ciento;  un descenso en los tipos impuestos a los insumos y los productos intermedios cuyo fin es ayudar a los sectores que se encuentran en la fase ulterior de producción;  y un aumento en el porcentaje de líneas sujetas a tipos del 5-10 por ciento, 10-15 por ciento y 25-30 por ciento.  En 1999, sólo tres líneas tenían tipos que iban del 25 al 30 por ciento, frente a 418 en 2004.  La proporción de productos importados en franquicia arancelaria descendió del 56,9 por ciento en 1999 al 46,2 por ciento en 2003.

	Recuadro III.1:  Reforma arancelaria

	A comienzos de los años ochenta, Filipinas inició un programa de reforma estructural a mediano plazo cuyo objetivo era reforzar la eficiencia y competitividad internacional de las industrias filipinas.  Los dos instrumentos principales del programa de reforma estructural fueron el Programa de Reforma Arancelaria y el Programa de Liberalización de las Importaciones.

	El Programa de Reforma Arancelaria evolucionó según lo previsto desde 1980 a 2001.  La finalidad de las reformas programadas para 2001-2004 era la de reducir los aranceles a tipos comprendidos entre el 0 y el 5 por ciento para 2004, con algunas excepciones para los productos agropecuarios sensibles, que mantendrían un arancel del 30 por ciento.  No obstante, en 2002 el Presidente anunció que debido al déficit presupuestario no se podían rebajar los aranceles.  Además, el Presidente ordenó examinar la política de liberalización arancelaria con el fin de estimular el sector manufacturero.  En enero de 2003, el Presidente anunció que se iba a frenar el programa de reducción arancelaria.  Además, se formularon planes para ayudar al sector agrícola y a algunas industrias esenciales (acero, textiles e industria naviera).  En 2003 se redujeron al 1 por ciento los derechos de importación que gravaban algunas materias primas, insumos intermedios, maquinaria y partes.  El objeto de esta reducción era contribuir a la competitividad mundial de las ramas de producción nacionales.  También en 2003 fueron aumentados al 35-50 por ciento los aranceles impuestos a productos agropecuarios sensibles, y se mantuvieron en los niveles de 2002 los tipos arancelarios cuya reducción estaba programada para 2003.

	Filipinas lleva a cabo una amplia revisión de la actual estructura arancelaria, cuyo objetivo, más que el de simplificar el arancel, es formular estrategias para rescatar los sectores agropecuario, petroquímico, del acero, textil, naviero y otras ramas de producción esenciales.

	Fuente:
Philippine Tariff Commission (2003), A Primer on New Developments in Trade and Tariff Policy, Quezon City.


16. El nivel medio de los tipos NMF aplicados descendió del 9,7 por ciento en 1999 al 5,8 por ciento en 2003, pero aumentó en 2004 al 7,4 por ciento (cuadro III.1).  En parte, esto fue consecuencia de los intentos por ayudar de manera selectiva a industrias en dificultad dando marcha atrás, al menos parcialmente, en el programa unilateral de reducción arancelaria, especialmente a partir de 2003, año en que se elevaron los aranceles del 11 por ciento de las líneas arancelarias, que abarcaban productos agropecuarios, de la pesca e industriales (incluidos los alimentos elaborados, los hilados y los tejidos) (capítulo IV).  Una característica sorprendente del arancel aplicado de 2004 es el aumento del número de líneas, que casi duplicó el de 2003.  Las autoridades indican que la nomenclatura de los productos debía ser más específica para facilitar las negociaciones comerciales.  Esto complica la comparación anual de las medias aritméticas, pues podrían estar sesgadas a la baja o al alza.

17. Desde 1999, la media aritmética de los aranceles aplicados a los productos agropecuarios (definición de la OMC) ha descendido del 14,1 al 10,3 por ciento.  No obstante, la media de la protección a los productos agropecuarios se mantiene más alta que la de los productos manufacturados (cuadro III.1).  Los cereales, los animales vivos y la carne reciben la mayor protección.  Los cereales constituyen el único subsector agrícola en el que la protección ha aumentado sustancialmente desde 1999, pasando del 22,4 al 29 por ciento;  la protección ha descendido en la mayoría de los subsectores agrícolas.  Los productos no agropecuarios estuvieron protegidos por un arancel medio del 9,1 por ciento, el 5,1 por ciento y el 7,0 por ciento en 1999, 2003 y 2004, respectivamente.  Durante el período objeto de examen, productos manufacturados como los textiles y el vestido se han beneficiado de tipos de protección superiores al tipo medio.  No obstante, la protección otorgada a este sector ha descendido sustancialmente desde 1999.
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Las cifras entre paréntesis se refieren a la proporción de las líneas totales.  El arancel de 1999 (5.569 líneas arancelarias) se basa en 

la nomenclatura del SA 96;  los aranceles de 2004 (10.688 líneas arancelarias) y de 2003 (5.828 líneas arancelarias) se basan en la 

nomenclatura del SA 2002.  Los cálculos excluyen los tipos dentro de contingente.

Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Filipinas.
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Gráfico III.2

Distribución de los tipos arancelarios NMF, 1999, 2003 y 2004



Tipos arancelarios

Nota:



Fuente

:

NMF 1999

NMF 2004

NMF 2003

n.a.           No aplicable. 


Cuadro III.1

Estructura del arancel NMF de Filipinas

(Porcentaje)
	
	
	1999a
	2003b
	2004c
	Tipos consolidados definitivosd

	
	Arancel consolidadoe
	
	
	
	

	1.
	Líneas arancelarias consolidadas (porcentaje de las líneas arancelarias totales)
	..
	..
	..
	64,8

	2.
	Media aritmética de los tipos consolidados
	..
	..
	..
	25,7

	
	Productos agropecuarios (SA01-24)
	..
	..
	..
	36,5

	
	Productos industriales (SA25-97)
	..
	..
	..
	23,3

	
	Productos agropecuarios, OMC
	..
	..
	..
	34,8

	
	Productos distintos de los agropecuarios, OMC
	..
	..
	..
	23,4

	
	  Textiles y vestido
	..
	..
	..
	28,0

	3.
	Contingentes arancelarios (porcentaje de las líneas arancelarias totales)
	..
	..
	..
	..

	4.
	Líneas arancelarias libres de derechos (porcentaje de las líneas arancelarias totales)
	..
	..
	..
	2,3

	5.
	Aranceles distintos de los aranceles ad valorem (porcentaje de las líneas arancelarias totales)
	..
	..
	..
	0,0

	6.
	Aranceles distintos de los aranceles ad valorem sin EAV (porcentaje de las líneas arancelarias totales)
	..
	..
	..
	0,0

	7.
	Derechos "de puro estorbo" (porcentaje de las líneas arancelarias totales)f
	..
	..
	..
	0,0

	
	Arancel aplicado 
	
	
	
	

	8.
	Promedio aritmético de los tipos aplicados 
	9,7
	5,8
	7,4
	..

	
	  Productos agropecuarios (SA01-24)
	14,8
	10,2
	10,6
	..

	
	  Productos industriales (SA25-97)
	8,9
	5,0
	6,9
	..

	
	  Productos agropecuarios incluidos en la OMC 
	14,1
	10,0
	10,3
	..

	
	  Productos agropecuarios no incluidos en la OMC 
	9,1
	5,1
	7,0
	..

	
	     Textiles y vestido
	18,5
	9,3
	11,3
	..

	9.
	Crestas del arancel nacional (porcentaje del total de las líneas arancelarias)g
	1,9
	2,0
	5,1
	..

	10.
	Crestas arancelarias internacionales (porcentaje del total de las líneas arancelarias)h
	23,1
	2,0
	7,5
	..

	11.
	Desviación standard general de los tipos arancelarios 
	9,6
	6,7
	7,9
	..

	12.
	Coeficiente de variación de los tipos arancelarios
	1,0
	1,2
	1,1
	..

	13.
	Contingentes arancelarios (porcentaje del total de las líneas arancelarias)
	1,3
	0,9
	0,6
	..

	14.
	Líneas arancelarias en franquicia (porcentaje del total de las líneas arancelarias)
	0,3
	3,2
	3,7
	..

	15.
	Aranceles distintos de los aranceles ad valorem (porcentaje del total de las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0
	0,0
	..

	16.
	Aranceles distintos de los ad valorem sin equivalentes ad valorem (porcentaje del total de las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0
	0,0
	..

	17.
	Derechos de puro estorbo aplicados (porcentaje del total de las líneas arancelarias)f
	0,0
	19,2
	21,5
	..


..
Dato no disponible.

a
Con inclusión de la Orden Ejecutiva Nº 63.

b
Al mes de junio.

c
Con inclusión de las Órdenes Ejecutivas Nos 84, 295, 299 y 300.

d
Sobre la base del arancel de 1999.

e
Los cálculos se basan sólo en las líneas arancelarias consolidadas (el 64,8 por ciento del total de las líneas arancelarias).  Entre las líneas arancelarias consolidadas, 3.530 lo están totalmente y 77 parcialmente (el 63,4 y el 1,4 por ciento, respectivamente, del total de las líneas arancelarias).

f
Los derechos "de puro estorbo" son derechos no nulos del 2 por ciento o inferiores.

g
Las crestas arancelarias nacionales son los derechos tres veces superiores a la media aritmética general de los tipos aplicados (indicador 8).

h
Las crestas arancelarias internacionales se definen como los derechos superiores al 15 por ciento.

Nota:
El arancel de 1999 se basa en la nomenclatura del SA 96 y se compone de un total de 5.569 líneas arancelarias.  Los aranceles de 2003 y 2004 se componen de un total de 5.828 y 10.688 líneas arancelarias, respectivamente, y se basan en la nomenclatura del SA 2002.  Se excluyen los tipos dentro de contingente.

Fuente:
Cálculos de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Filipinas.
18. El arancel revela una pauta clara de progresividad en la mayoría de las ramas de producción, aplicándose a los productos elaborados aranceles más altos que a los productos semielaborados y las materias primas (gráfico III.3).  En 1999 la excepción fue el sector de los metales comunes, donde los productos semielaborados siguieron siendo objeto de una mayor protección;  en 2004 las excepciones corresponden a los sectores de la alimentación, las bebidas y el tabaco, los productos minerales no metálicos y los metales comunes.  En los dos últimos sectores, los productos semielaborados tuvieron aranceles más altos, mientras que en el sector de la alimentación, las bebidas y el tabaco y las materias primas recibieron tipos de protección más altos que los productos semielaborados y acabados, lo que parece ser consecuente con la tendencia a otorgar una mayor protección a los productos agropecuarios que a los manufacturados.  No obstante, el objeto de la pauta general de protección ha sido promover el desarrollo del sector manufacturero, que se concentra en la elaboración de partes y componentes.  Este modelo de protección se ha acentuado desde 1999, con la reducción de los tipos aplicados a ciertos insumos a fin de ayudar a determinados sectores.
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Gráfico III.3

Progresividad arancelaria por partida de 2 dígitos de la CIIU, sectores industriales, 

1999 y 2004
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Tipo medio aplicado en la manufactura

(9,8%)



No aplicable.

En los cálculos se excluyen los tipos dentro de contingente.

Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Filipinas.



n.a.

Nota:

Fuente

:
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c)
Contingentes arancelarios
19. En 2004 (cuadro AIII.1), los contingentes arancelarios, con tipos dentro de contingente comprendidos ente el 30 y el 50 por ciento y tipos fuera de contingente, comprendidos entre el 35 y el 65 por ciento (en general, 5 a 15 puntos porcentuales más), se aplicaban a 14 categorías de productos (que abarcaban unas 60 líneas arancelarias).  No obstante, en la actualidad varios de ellos no están operativos después de haber reducido el tipo fuera de contingente para igualarlo al tipo dentro de contingente.

20. El sistema ideado para administrar los contingentes arancelarios aún parece complejo, lo que puede disuadir las importaciones (recuadro III.2).  Habitualmente quedan sin completar numerosos contingentes arancelarios;  últimamente no ha habido importaciones de animales vivos de la especie caprina (SA 0104) y bovina (SA 0201), y la utilización de las de aves de corral vivas (SA 0105), carne de cerdo (SA 0203), carne de caprino (SA 0204) y carne de aves de corral (SA 0207) ha sido inferior a tres cuartas partes.
	Recuadro III.2:  Administración de contingentes arancelarios

	Por lo que se refiere a los productos agropecuarios abarcados en el mecanismo de contingentes arancelarios, el tamaño de los contingentes se basa en los compromisos contraídos por Filipinas durante la Ronda Uruguay.  El año contingentario va de febrero a enero, y en el curso de él hay dos asignaciones de contingentes arancelarios.  En febrero, el diferencial contingentario para el período en cuestión, las asignaciones del año contingentario anterior retiradas y toda parte del contingente no utilizada en el período precedente se reúnen en un fondo contingentario de principios de año, el cual se reparte entre los titulares de licencias y los nuevos importadores.  En julio, las asignaciones objeto de devolución o dejación por los titulares de licencias para finales del mes de mayo se reúnen en un fondo de mediados de año, que se reasigna a otros solicitantes calificados.

	En el primer año de aplicación, los productos comprendidos en el mecanismo de contingentes arancelarios se dividen en dos categorías:  a) los que en el período representativo se han importado en forma habitual y en volúmenes apreciables;  y b) los que se han importado en forma ocasional o en volúmenes poco significativos.  Las licencias aplicables a los productos agropecuarios importados en forma habitual se asignan en función de la participación en las importaciones, y las aplicables a los productos importados en forma ocasional se asignan sobre la base de las cuotas de producción local.  En el marco de este sistema, se asigna una proporción de las licencias a productores nacionales.  Se admiten nuevos importadores subsecuentes sobre la base de las importaciones pasadas.

	El año siguiente, la asignación se lleva a cabo mediante un procedimiento de distribución sistemática y posteriormente, si fuera necesario, según el orden de presentación de las solicitudes.  Conforme a este sistema el fondo de principios de año y el fondo de mediados de año se asignan como sigue:  a) se concede acceso prioritario a los titulares de licencias que no hayan devuelto alguna parte de su contingente del año anterior y que hayan utilizado al menos el 80 por ciento de sus asignaciones (caso del fondo de principios de año) y el 30 por ciento el último día hábil del mes de mayo (caso del fondo de mediados de año), y a solicitantes cualificados;  y b) se asigna a los solicitantes interesados, por orden de presentación de las solicitudes, todo volumen restante de los dos fondos antes citados.

	Fuente:  Documento G/LIC/N/3/PHL/4 de la OMC, de fecha 7 de noviembre de 2001.


d)
Cargas variables y aranceles estacionales
21. Desde 1999 no se han aplicado ni gravámenes variables ni aranceles estacionales, pero parece que todavía existen las disposiciones para hacerlo.

e)
Entrada en condiciones de favor y exenciones
22. Determinadas leyes
 contemplan exenciones de derechos para los insumos aplicables a sectores específicos.  También se otorgan exenciones de carácter general si se cumplen determinadas condiciones (cuadro AIII.2).  Además, previa recomendación del NEDA, el Presidente puede permitir que los productos se importen en franquicia arancelaria si ello redunda en "interés del desarrollo económico nacional".

f)
Preferencias arancelarias
23. En el marco de la AFTA, Filipinas sigue extendiendo la aplicación de aranceles preferenciales significativos a productos originarios de países de la ASEAN.  No obstante, estas preferencias varían según los miembros (cuadro III.2).  En promedio, los tipos preferenciales aplicados a los productos agropecuarios (definición de la OMC) siempre son más altos.

Cuadro III.2

Tipos preferenciales del CEPT por país miembro, 2004

(Porcentaje)
	
	Promedio aritmético general
	Productos agropecuarios (OMC)
	Productos no agropecuarios (OMC)

	NMF
	7,4
	10,3
	7,0

	Tipos preferenciales del CEPT
	
	
	

	  Brunei Darussalam
	3,8
	4,6
	3,7

	  Camboya
	6,3
	9,1
	5,9

	  Indonesia
	2,5
	4,3
	2,2

	  Laos
	4,8
	7,1
	4,6

	  Malasia
	3,3
	4,6
	3,1

	  Myanmar
	3,6
	6,0
	3,3

	  Singapur
	2,5
	4,2
	2,2

	  Tailandia
	2,5
	4,1
	2,3

	  Viet Nam
	3,0
	5,3
	2,8


Fuente:
Cálculos de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Filipinas.  Se excluyen los tipos dentro de contingente.
g)
Otros derechos, gravámenes e impuestos
24. La mayoría de los productos importados, al igual que los producidos en el país, están sujetos a un impuesto sobre el valor añadido del 10 por ciento (que se ha propuesto elevar al 12 por ciento).  Entre los productos exentos figuran:  productos alimenticios agrícolas y marinos;  insumos agrícolas;  productos del carbón y del petróleo;  libros, periódicos y revistas;  y buques de pasajeros y/o de carga de más de 5.000 toneladas.

25. Todavía se aplican impuestos sobre el consumo a los productos del alcohol, los automóviles, las joyas, los productos minerales, los perfumes, los cigarrillos y el petróleo (cuadro AIII.3).  A pesar de los esfuerzos por reformar el régimen de impuestos sobre el consumo, desde 1999 se han realizado pocos cambios.  Las bebidas alcohólicas destiladas que se importan aún están sujetas a impuestos sobre el consumo más altos que las producidas en el país, aunque se está estudiando la posibilidad de adoptar una legislación que suprima esta discriminación.  El impuesto ad valorem sobre el consumo que grava los vehículos automóviles y se perciben sobre la base del precio de venta del fabricante o el importador (neto sin IVA), ya no se basa en la cilindrada (a mayor cilindrada, impuesto más elevado), sino que se sustituyó en septiembre de 2003 por una escala progresiva de tipos.  No obstante, en la práctica aún es probable que los impuestos sobre el consumo repercutan más en los vehículos importados, que suelen ser más caros.  
26. Las importaciones también están sujetas a varios derechos y cargas aduaneros en concepto de servicios de la Administración de Aduanas.

h)
Prohibiciones y restricciones 
27. El Arancel y Código de Aduanas (cuadro AIII.4) y algunas otras leyes prohíben las importaciones de determinados productos.  En general, están limitadas o prohibidas las importaciones de productos químicos peligrosos que constituyen un riesgo desmedido para la salud o el medio ambiente.  También está prohibida la entrada (o el tránsito) de desechos peligrosos y nucleares.  El 1º de enero de 1999 se prohibieron las importaciones y el consumo de halones.  Hasta 2009 se permite la importación de clorofluorocarbonos (CFC).
28. Los productos de la pesca sólo pueden importarse cuando el Departamento de Agricultura haya certificado que su importación es necesaria para conseguir la seguridad alimentaria.  Si están autorizadas, estas importaciones requieren por cada envío un permiso o licencia que expide la Oficina de Pesca y Recursos Acuáticos (BFAR).  Están prohibidas las importaciones de especies exóticas vivas y de camarones, langostinos, quisquillas y gambas vivos sobre la base de un "análisis del riesgo de importación".

29. Los vehículos automóviles usados de importación, que casi igualaron las ventas de vehículos nuevos (unos 80.000 al año) estuvieron sujetos a examen y aprobación del Gobierno hasta 2002.  No obstante, en diciembre de 2002 se prohibieron las importaciones de vehículos usados (con la excepción de determinados autobuses, camiones y vehículos para usos especiales) incluso en las zonas de elaboración para la exportación, aunque la aplicación de la prohibición se ha demorado a la espera de que el Tribunal Supremo se pronuncie sobre la constitucionalidad de la misma (capítulo IV).  
i)
Licencias de importación
30. Con el régimen de licencias de importación se pretende, inter alia, salvaguardar la salud pública, la seguridad y el bienestar nacionales y cumplir las obligaciones derivadas de tratados internacionales que regulan determinados productos.

31. El régimen de licencias de importación está regulado por el Arancel y Código de Aduanas de 1978 (Decreto Presidencial 1464) y por otras leyes que rigen la importación y la concesión de licencias en el caso de determinados productos (cuadro III.3)

Cuadro III.3

Productos sujetos a reglamentación/licencias de importación
	Producto
	Tipo de reglamentación
(por ejemplo, licencia, permiso, prohibición, etc.)
	Finalidad de la reglamentación
	Entidad pública encargada de la expedición del certificado de despacho o del permiso

	Fármacos peligrosos y preparaciones farmacéuticas peligrosas exoneradas
	..
	Proteger la salud humana
	Junta de Fármacos Peligrosos (DDB)


	Precursores (diferentes productos químicos utilizados para la fabricación de explosivos)
	..
	Proteger la salud humana
	DDB

	Equipo para diagnóstico de fármacos de uso indebido
	..
	Proteger la salud humana
	DDB

	Arroz
	..
	Garantizar la seguridad alimentaria
	Servicio Nacional de Alimentación (NFA)

	Cianuro y sus compuestos
	..
	Salvaguardar la salud pública y proteger el medio ambiente
	Departamento de Recursos Ambientales y Naturales (DENR)/Oficina de Gestión Medioambiental (EMB)

	Clorofluorocarbonos
	..
	Proteger el medio ambiente y cumplir las obligaciones resultantes de los tratados internacionales
	DENR/EMB

	Asbestos
	..
	Salvaguardar la salud pública y el medio ambiente
	DENR/EMB

	Penicilina y sus derivados
	..
	Salvaguardar la salud pública
	Departamento de Salud (DOH)/Oficina de Productos Alimenticios y Farmacéuticos (BFAD)

	Mercurio y sus compuestos
	..
	Salvaguardar la salud pública  y el medio ambiente
	DENR/EMB 

	Máquinas copiadoras en color
	..
	Garantizar la seguridad nacional
	Oficina Nacional de Investigaciones (NBI)/ Bangko Sentral ng Pilipinas (BSP)/ Departamento de Efectivo

	Diferentes productos químicos utilizados para la fabricación de explosivos
	..
	Garantizar la seguridad nacional
	Policía Nacional Filipina (PNP)/Oficina de Armas y Explosivos (FEO)

	Armas de fuego, municiones y partes
	..
	Garantizar la seguridad nacional
	PNP/FEO

	Plaguicidas, incluidos los productos químicos agrícolas
	..
	Proteger la salud humana y preservar los vegetales
	Servicio de Fertilizantes y Plaguicidas (FPA)

	Vehículos automóviles (usados), partes y componentes
	..
	Garantizar la seguridad humana
	Departamento de Comercio e Industria (DTI)/Junta de Inversiones (BOI) 
Oficina de Servicios de Importación (BIS)

	Cubiertas y neumáticos usados para camiones y automóviles, de todos los tamaños
	..
	Garantizar la seguridad humana
	DTI/BOI/BIS

	Todas las mercancías originarias de países socialistas y de otros países de economía de planificación centralizada
	..
	Vigilar y mejorar el comercio
	Centro de Comercio Internacional de Filipinas (PITC)

	Buques mercantes y embarcaciones de recreo 
	..
	Garantizar la seguridad humana y proteger el medio ambiente 
	Servicio de la Industria Marítima (MARINA)

	Monedas, billetes y oro
	..
	Garantizar la seguridad nacional
	BSP

	Materiales radiactivos
	..
	Garantizar la seguridad nacional
	Instituto Filipino de Investigaciones Nucleares (PNRI)

	Armas de juguete
	..
	Garantizar la salud humana y el bienestar general 
	PNP

	Máquinas de vídeo
	..
	Garantizar la salud humana y el bienestar general
	Junta de Juegos y Diversiones

	Ropa usada
	..
	Salvaguardar la salud pública
	Departamento de Seguridad Social y Desarrollo


..
Dato no disponible.

Fuente:
Documento G/LIC/N/3/PHL/4 de la OMC, de fecha 7 de noviembre de 2001;  y OMC (1999), Examen de las Políticas Comerciales:  Filipinas.

32. Existen dos procedimientos en materia de licencias, uno para productos que no están sujetos a contingente y otro para productos que lo están.  En general, las licencias para los primeros se otorgan inmediatamente, pero las solicitudes deben presentarse con al menos dos semanas de antelación a la fecha de su embarque.  No obstante, también parecen aplicarse a estos productos algunas licencias no automáticas.
  Todos los importadores registrados pueden solicitar una licencia no automática.  Para importar determinados productos existe un requisito más de registro que, según las autoridades, sirve para que sólo los solicitantes cualificados obtengan una licencia.
  No obstante, algunos productos (por ejemplo, productos de la madera y hulla) sujetos a este requisito adicional no parecen estar sujetos a licencia.  El sistema de licencias es opaco y parece complejo.  Los derechos de las licencias varían según el producto y son recaudados por el organismo que la otorga.

33. El sistema de licencias administra también los contingentes de importación (por ejemplo, de arroz) y los contingentes arancelarios de productos agropecuarios.  Las licencias ordinarias se expiden anualmente para los contingentes arancelarios al principio del año contingentario.  Las licencias especiales, cuya validez puede ser de menos de un año, se expiden en los siguientes casos:  contingentes reasignados sobre la base de los volúmenes objeto de devolución en el curso del año contingentario;  contingentes adicionales establecidos por el Gobierno y asignados a continuación por éste que superan el nivel de los compromisos contingentarios;  y cualesquiera contingentes restantes asignados por orden de presentación de las solicitudes.  La tramitación de las licencias especiales dura aproximadamente un mes.

34. Al parecer, las importaciones de cereales requieren un permiso.
  Según las autoridades, en 1995 se suprimió esta prescripción con respecto al maíz.  
j)
Contingentes de importación
35. Las importaciones de arroz están sujetas a un contingente.  No está claro si siguen aplicándose contingentes para la importación de determinado pescado, crustáceos y moluscos, dado que no ha sido posible verificarlo.
36. El Comité Interinstitucional sobre el Arroz y el Maíz, dirigido por el Departamento de Agricultura, fija los contingentes del arroz.  Están permitidas las importaciones de arroz hasta cubrir el déficit anual de la producción, que supera sustancialmente los volúmenes de acceso mínimos correspondientes al compromiso contraído por Filipinas en el marco de la OMC.  En principio, la Dirección Nacional de Alimentos (NFA) conserva la exclusividad en la importación de arroz.
  Aunque se han liberalizado parcialmente las importaciones de arroz, la NFA mantiene el primer derecho de importar arroz tras los agricultores (sección vii) infra).  La supresión del contingente del arroz se iba a culminar para 2005, pero Filipinas está negociando con la OMC una prórroga de 10 años.
iv) Medidas especiales

a)
Medidas antidumping y compensatorias
37. Desde el último Examen se ha adoptado una nueva legislación (Ley de la República Nº 8752, de 12 de agosto de 1999) que regula los derechos antidumping y compensatorios.
  Según las autoridades, las antiguas leyes contenían disposiciones incompatibles con la OMC.

38. La legislación en materia antidumping o de derechos compensatorios la administra el Departamento de Comercio e Industria (DTI) en el caso de los productos industriales, y el Departamento de Agricultura (DA) en el de los productos agropecuarios.  Después de cerciorarse de que las solicitudes se ajustan a lo establecido en materia de forma y fondo y cumplen las prescripciones en materia de documentación, dichos Departamentos determinan si existe presunción prima facie para llevar a cabo una investigación preliminar a fin de determinar si se deben imponer medidas provisionales.  La Comisión Arancelaria realiza las investigaciones formales (definitivas) e informa de su decisión acerca de si procede imponer derechos definitivos antidumping o compensatorios al DTI o al DA, que seguidamente dicta una Orden Departamental basada en la decisión de la Comisión Arancelaria.

39. A fin de presentar una solicitud en nombre de la rama de producción nacional para iniciar una investigación en materia antidumping o de derechos compensatorios, el solicitante debe contar con el apoyo de un grupo de productores que produzcan colectivamente más del 50 por ciento de la producción nacional del "producto similar" y de productores que representen al menos el 25 por ciento de la producción nacional del producto que supuestamente sea objeto de dumping o subvención.
  En circunstancias especiales, el DTI o el DA podrán iniciar por su cuenta investigaciones en materia antidumping o sobre derechos compensatorios a condición de que cuenten con pruebas suficientes de dumping o subvención, daño y relación causal.

40. El derecho antidumping aplicado debe equivaler al margen de dumping o estar por debajo de él si con ese derecho inferior basta para suprimir el daño causado a la rama de producción nacional.
  Si se ha dictado una determinación preliminar, pueden acordarse compromisos relativos a los precios, tras lo cual puede suspenderse o terminarse el procedimiento.  Puede imponerse un derecho compensatorio que equivalga al monto de la subvención que se haya determinado, a menos que el DTI o el DA ya haya aceptado un compromiso de un exportador o productor extranjero o del Gobierno.
  Las decisiones de imponer un derecho compensatorio o un derecho antidumping pueden apelarse ante el Tribunal de Apelación Fiscal.  Cualquier parte interesada tiene también derecho a pedir la revisión judicial ante los tribunales ordinarios que entienden en los casos de derechos antidumping o compensatorios.  
41. Los derechos antidumping o compensatorios se mantienen vigentes durante cinco años y pueden prorrogarse si media una nueva determinación sobre la necesidad de que continúen.  Esta revisión puede ser iniciada por cualquier parte interesada o a iniciativa propia de la Comisión Arancelaria antes de la fecha de extinción de la medida (es decir, el quinto año).  Si han cesado las condiciones que exigían la imposición del derecho antidumping o el derecho compensatorio, en principio la Comisión Arancelaria debería recomendar su supresión.  Las autoridades indican que siempre ha sido así.  
42. Durante el período 1999-2003, Filipinas inició 13 investigaciones antidumping.  Las determinaciones definitivas fueron positivas en cinco casos, a saber, uno contra Indonesia, Corea y Rusia y dos contra Malasia.
  Durante ese período, el país no ha iniciado ninguna investigación en materia de derechos compensatorios.

b)
Medidas de salvaguardia
43. La Ley de Medidas de Salvaguardia (Ley de la República Nº 8800) de 2000 prevé la aplicación de medidas de salvaguardia general y una medida de salvaguardia especial respecto de los productos agropecuarios.
  Según las autoridades, ello se ajusta a las disposiciones de la OMC, excepto en lo relativo a la posibilidad de imponer una restricción cuantitativa en tanto que medida general provisional respecto de los productos agropecuarios (véase infra).

Salvaguardias generales 

44. Los productores nacionales de "productos similares o directamente competidores" o los productores cuya producción conjunta constituya una proporción importante de la producción total pueden presentar peticiones para la imposición de una salvaguardia general.  También pueden presentar peticiones el Presidente, la Comisión de Agricultura de la Cámara o el Senado, la Comisión de Industria y Comercio de la Cámara o el Senado y el DTI o el DA.  Las peticiones se presentan al DTI en el caso de los productos industriales y al DA en el de los productos agropecuarios.  El DTI o el DA determinan si las peticiones se ajustan a lo establecido (en la forma y el fondo) y cumplen los requisitos en materia de documentación.

45. Varios organismos gubernamentales intervienen en una investigación relativa a medidas de salvaguardia, que consta de cuatro etapas:  determinación de la existencia de una presunción prima facie,  determinación preliminar,  investigación formal y determinación definitiva.  
46. A fin de iniciar una investigación relativa a medidas de salvaguardias generales, el DTI o el DA deben determinar si existe una presunción prima facie.  En caso de que no exista, se deniega la solicitud;  si se establece la presunción, el DTI o el DA inicia una investigación preliminar y dispone de 30 días (a contar desde la recepción de la petición debidamente documentada) para formular una determinación preliminar de daño grave a la rama de producción nacional.  Si las constataciones preliminares son negativas, debería ponerse fin a la investigación, lo que siempre ocurre según las autoridades.  En caso de que la constatación sea positiva, puede aplicarse una medida de salvaguardia provisional, que podría adoptar la forma de un aumento del arancel ad valorem y/o específico, que, según las autoridades, siempre se paga mediante depósito en efectivo.  En el caso de los productos agropecuarios, las autoridades pueden aplicar una restricción cuantitativa cuando consideren que el aumento del arancel es insuficiente para prevenir o reparar el daño grave.  No obstante, esto no ha ocurrido al no haberse impuesto ninguna salvaguardia general en relación con productos agropecuarios desde 1999.

47. Las constataciones preliminares positivas se transmiten a la Comisión Arancelaria para que realice una investigación formal.  Entre otras cosas, la Comisión ha de establecer la existencia y magnitud del daño grave o de la amenaza de daño grave para la rama de producción nacional y una relación causal entre esto y el aumento de las importaciones.
  La investigación formal debe concluirse y ser objeto de un informe al DTI o al DA en un plazo de 120 días contados desde la recepción de la solicitud.  En caso de determinación positiva, la Comisión Arancelaria recomienda una medida definitiva apropiada.  Si el DTI o el DA está de acuerdo con la determinación, puede aplicarse una medida de salvaguardia general.
  En caso de determinación definitiva negativa o de que el depósito en efectivo supere al derecho definitivo calculado, se devuelve el depósito o lo que quede de él.  La Comisión Arancelaria debe llevar a cabo una investigación si se cursan solicitudes para que las medidas de salvaguardia sean prorrogadas, aplicadas de nuevo, reducidas, modificadas y/o suprimidas.  Una vez suprimida una medida de salvaguardia, la Comisión Arancelaria evaluará la eficacia de las medidas adoptadas por la rama de producción nacional para ajustarse a la competencia de las importaciones.  Hasta la fecha no se ha realizado ninguna de esas evaluaciones, puesto que no se ha suprimido ninguna medida de salvaguardia (cuadro III.4).

Cuadro III.4

Medidas de salvaguardia, 1999-2004

	Producto
	Investigación iniciada el
	Conclusión del procedimiento
	Derecho provisional
	Derecho definitivo

	Suelos de cerámica (SA 6907.9000) y plaquitas para revestimiento de paredes (SA 6908.9000)
	27 de junio de 2001
	
	9 de enero de 2001
	23 de mayo de 2002a

	Cemento Pórtland gris (SA 2523.2900) incluido el cemento Pozzolan (SA 2523.9000)
	27 de junio de 2001
	
	10 de diciembre de 2001
	16 de julio de 2003 a 23 de marzo de 2004 (reducción)

	Pasta de tomate (SA 2523.9000)
	26 de noviembre de 2001
	26 de diciembre de 2001
	n.a.
	n.a.

	Espejos de vidrio (SA 7009.9100 y 7009.9200)
	16 de abril de 2003
	
	13 de octubre de 2003
	7 de junio de 2004

	Vidrio estampado (SA 7003.1290 y 7003.1990)
	16 de abril de 2003
	
	13 de octubre de 2003
	7 de junio de 2004

	Vidrio flotado (SA 7005.2190 y 7005.2990)
	21 de mayo de 2003
	
	13 de octubre de 2003
	7 de junio de 2004


a
Derecho de salvaguardia prorrogado por tres años a partir del 12 de enero de 2005.

n.a.
No aplicable.

Fuente:
Documentos de la serie G/SG/N/-/PHL/- de la OMC, desde el 3 de julio de 2001 hasta enero de 2005;  y autoridades de Filipinas.
Salvaguardias especiales 

48. Pueden imponerse disposiciones de salvaguardia especial en relación con determinados productos agropecuarios marcados en la Lista de Filipinas cuando el volumen de las importaciones supere su nivel de activación o cuando el precio c.i.f. real descienda por debajo del nivel de un precio de activación.

49. Cualquier parte interesada puede presentar al DA una petición para que se imponga una medida de salvaguardia especial.  El DA también puede iniciar por su cuenta una investigación para la imposición de una disposición de salvaguardia especial.  Para imponer una salvaguardia, el DA debe verificar si en un año dado las importaciones acumuladas de un producto han superado su volumen de activación o (sin ocurrir simultáneamente con la condición anterior) si su precio c.i.f.  es inferior a su precio de activación.  La determinación de daño no constituye un elemento en la imposición de medidas de salvaguardia especial.  
50. Si se ha de imponer una disposición de salvaguardia especial debido a un incremento del volumen de las importaciones, el derecho no puede superar un tercio del tipo arancelario fuera de contingente del producto.  No obstante, si la salvaguardia se basa en el precio, el derecho impuesto se impone en función de la diferencia entre el precio c.i.f. y el precio de activación.  Las salvaguardias especiales pueden mantenerse durante un año y no se pueden utilizar simultáneamente con una medida de salvaguardia general.

51. Filipinas impuso seis salvaguardias especiales basadas en el precio
 en 2002 y una basada en el volumen.
  Las autoridades indican que en la actualidad no hay más que una disposición de salvaguardia especial, basada en el precio e impuesta a los pollos y sus productos (SA 0207.14.92), que se restableció en octubre de 2004 tras haber sido levantada en mayo de 2004.  En enero de 2005 fue suprimida la disposición basada en el precio que afectaba a las importaciones de cebollas, que se restableció en diciembre de 2004 tras haber sido levantada en diciembre de 2002.  
c)
Otras medidas
52. El Presidente puede imponer un derecho ad valorem adicional no superior al 100 por ciento a los productos total o parcialmente originarios de cualquier país que ejerza una discriminación contra las exportaciones de Filipinas o que se transporten en un buque de tal país.
  Si tras la imposición del derecho persiste o aumenta la discriminación, el Presidente puede prohibir la importación de mercancías originarias de ese país o transportadas en sus buques, si ello redunda en interés de la nación.  Durante el período objeto de examen no se ha recurrido a este tipo de medida.  
v) Normas y otros requisitos técnicos

a)
Normas, requisitos técnicos y certificación
53. La Oficina de Normalización de Filipinas (BPS), organismo gubernamental dependiente del DTI, sigue siendo la responsable de elaborar y aplicar las normas nacionales filipinas
, basadas, siempre que proceda, en las normas internacionales.
  Las autoridades indican que no todas las normas nacionales filipinas están en armonía con las normas internacionales debido principalmente a "prácticas empresariales de larga data", condiciones climáticas, inexistencia de normas internacionales específicas y la necesidad de requisitos más estrictos que los de las normas internacionales.  A finales de octubre de 2004 había 3.755 normas nacionales, y la proporción que está en armonía con las normas internacionales ha aumentado del 47 por ciento en diciembre de 1998 al 75,7 por ciento.  Filipinas espera alcanzar para 2010 un porcentaje de armonía del 95 por ciento y la equiparación total para 2020.
  La fijación de normas corre a cargo de comités técnicos (compuestos de personalidades académicas, asociaciones de comercio e industria, grupos de consumidores, miembros de grupos profesionales, instituciones de investigación, organismos estatales e instituciones de prueba) y se revisan periódicamente.  Se están seleccionando con carácter prioritario 10 sectores industriales para la fijación de nuevas normas;  con ello se pretende establecer a partir de 2004 1.000 nuevas normas cada año para contar con 10.000 normas para 2010.
  

54. Las normas nacionales filipinas son voluntarias, a menos que sean declaradas obligatorias mediante Órdenes Administrativas de los Departamentos.  Existen 91 normas nacionales filipinas obligatorias (esto es, reglamentos técnicos), que se aplican, inter alia, a:  baterías para automóviles y motocicletas, hilos y cables eléctricos, extintores de incendios, electrodomésticos, accesorios de iluminación, cerillas, aparatos médicos, cemento Portland, neumáticos y artículos sanitarios.  Estos productos están sujetos a inspección local de cumplimiento de las normas.  A los importadores de productos objeto de normas nacionales obligatorias se les expide un certificado de despacho de productos de importación una vez que la BPS haya determinado que los productos importados satisfacen la norma filipina pertinente.
  No obstante, los productos importados, incluidos los que cuentan con la certificación extranjera de que satisfacen las normas internacionales, pueden ser sometidos por la BPS a una comprobación de muestras;  a los productos importados que incumplan las normas se les niega el ingreso.
  La BPS también realiza comprobaciones aleatorias en los puntos de venta al por menor para cerciorarse de que las importaciones estén en consonancia con las normas filipinas.
55. La BPS aplica dos sistemas de certificación, el Sistema de Calidad de la Norma Filipina (PS) y el Sistema de Certificación de la Seguridad.  En virtud de los mismos, la BPS expide una licencia para permitir que la empresa fije en sus productos la marca de calidad PS o la marca de seguridad, una vez las inspecciones hayan determinado que tales productos satisfacen las normas nacionales filipinas pertinentes.
  La BPS también hace cumplir/aplica un sistema de mantenimiento en el caso de los titulares de licencias de calidad PS o marcas de seguridad, procediendo con regularidad al seguimiento y la vigilancia de los productos.  Las empresas extranjeras también pueden solicitar la certificación de calidad PS y de seguridad a través de un organismo de normalización nacional homologado reconocido por la BPS o de un órgano de inspección y certificación.  A finales de octubre de 2004 se había otorgado la marca PS a 25 empresas de Indonesia, el Japón y Malasia.

56. El Sistema de Acreditación de Laboratorios de la BPS (BPSLAS) permite la acreditación de los laboratorios de ensayo o calibración.  Con arreglo a este sistema, la BPS evalúa la conformidad de los sistemas de gestión de calidad de los laboratorios con las directrices internacionales.
  El BPSLAS ha acreditado a unos 42 laboratorios.  La BPS también ofrece pruebas de tercera parte de productos a través del Centro de Pruebas de la BPS para verificar la conformidad con las especificaciones del comprador y el vendedor.  El Centro de Pruebas de la BPS realiza pruebas eléctricas, químicas y mecánicas de productos con el fin principal de avalar la certificación de la marca PS y del ICC.

57. La BPS ha intervenido activamente en el establecimiento de acuerdos de reconocimiento mutuo en el marco del APEC y la ASEAN y a nivel bilateral.  En octubre de 2004, Filipinas había cursado unas 69 notificaciones al Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC.

b)
Medidas sanitarias y fitosanitarias
58. El régimen sanitario y fitosanitario de Filipinas parece estricto.  Las importaciones de productos agropecuarios, animales vivos, vegetales, pescado, sus productos y productos derivados deben ir acompañados de un certificado sanitario, fitosanitario o de salud expedido por el país de origen y tras su llegada están sujetas a inspección.
  Se requiere un permiso de importación adicional para la carne y los productos de la carne, el pescado y los productos del pescado y para todos los productos agropecuarios.  La Oficina de la Producción Pecuaria (BAI), la Oficina de Pesca y Recursos Acuáticos (BFAR) y la Oficina de la Industria de Productos Vegetales (BPI) expiden estos permisos, en general teniendo sólo en cuenta los reglamentos sanitarios y fitosanitarios.  No obstante, en algunos casos también se toma en consideración el abastecimiento nacional.  Por ejemplo, sólo se pueden importar productos de la pesca cuando el DA lo haya certificado como necesario para conseguir la seguridad alimentaria.  Los alimentos envasados importados se pueden confiscar a menos que estén registrados en la Oficina de Productos Alimenticios y Farmacéuticos (BFAD).

59. Toda la carne y sus productos requieren un certificado extranjero de inspección de la carne firmado por un veterinario autorizado.
  Tales importaciones también están sujetas a inspección y requieren un certificado de aprobación de cuarentena veterinaria expedido por la Oficina de la Producción Pecuaria con anterioridad a su envío.  Las importaciones de carne deben tener su origen en un establecimiento cárnico extranjero reconocido como entidad exportadora por la Administración Veterinaria y acreditado en Filipinas.

60. Las importaciones de productos de la pesca están muy reglamentadas;  en caso de autorizarse, cada expedición requiere un permiso o licencia expedido por la BFAR.  Las importaciones de pescado están sujetas a un examen físico y un análisis microbiológico a su llegada.  Si se consideran seguras, se expide un certificado sanitario y fitosanitario de productos de la pesca para despachar las importaciones.
  Las importaciones de especies exóticas vivas y de camarones, langostinos, quisquillas y gambas vivos están prohibidas sobre la base de un análisis del riesgo de importación.  
61. Pueden importarse vegetales y productos vegetales a utilizar como alimentos o piensos o para su elaboración previa autorización por la Oficina de la Industria de Productos Vegetales (BPI) del DA;  los requisitos varían según el producto.  Algunos productos sólo requieren un certificado sanitario y fitosanitario, mientras que otros también están sujetos a inspección y verificación a su llegada.
62. Todas las importaciones de vegetales y productos vegetales que estén modificados genéticamente deben ser autorizadas por la BPI e ir acompañadas por un certificado de su condición OMG expedido por un organismo autorizado del país de origen o por un laboratorio acreditado.
  La BPI expide un registro de aprobación para los vegetales y productos vegetales que hayan pasado un trámite de aprobación.  Estos vegetales sólo requieren un permiso de importación o un certificado fitosanitario para ser despachados en aduana.  La BPI realiza comprobaciones aleatorias de los productos vegetales para evaluar su contenido en OMG, especialmente en el caso de los productos cuya modificación genética en el extranjero sea conocida.

63. Desde 1999, Filipinas ha cursado unas 79 notificaciones al Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC, que abarcan una diversidad de medidas, por ejemplo:  imposición de limitaciones temporales a la importación por motivos de seguridad alimentaria, sanidad animal y protección vegetal, así como su terminación;  reglamentos para la importación de pescado y productos de la pesca
, carne y productos de la carne
, alimentos para animales de compañía
, y vegetales y productos vegetales producidos mediante la aplicación de la biotecnología moderna
;  prohibiciones para utilizar medicamentos antimicrobianos
;  supervisión HACCP de las instalaciones desde las que se exportan leche y carne
;  y aplicación de un programa para erradicar la fiebre aftosa en Filipinas.
  

c)
Prescripciones en materia de etiquetado y marcado
64. Estas prescripciones no parecen haber sido objeto de modificaciones importantes durante el período objeto de examen.  Filipinas continúa imponiendo prescripciones mínimas de etiquetado a todos los productos importados y fabricados en el país, como se especifica en la Ley del Consumidor.
  Si un producto de importación o de fabricación local cuenta con el certificado de que cumple la norma prescrita por la BPS, la etiqueta debe contener la marca de calidad PS o la marca de seguridad.  Los artículos que no puedan ser marcados con anterioridad al embarque, como sustancias crudas y productos importados para uso privado y no para la reventa en su forma importada, están exentos de prescripciones de marcado.

vi) Contratación pública

65. Filipinas no es signatario del Acuerdo sobre Contratación Pública (ACP) de la OMC.  Considera que las normas vinculantes sobre contratación pública resultan inapropiadas dado que es necesario contar con flexibilidad, habida cuenta de su importancia como instrumento de desarrollo.
  Desde 1999, los cambios más importantes en el sistema de contratación consistieron en la adopción de un sistema de contratación electrónico y de nueva legislación.  La Ley de Reforma de la Contratación Pública (Ley de la República Nº 9184 de 10 de enero de 2003) regula la contratación pública, incluidas las compras por empresas de propiedad estatal de bienes, servicios, proyectos de infraestructura y servicios de consultoría, independientemente de la procedencia de los fondos, sean éstos nacionales o extranjeros.  El objeto de la Ley es el de normalizar y agilizar el proceso de contratación y velar por el respeto de los principios que rigen la contratación pública, la transparencia y la igualdad de oportunidades para todas las partes.

66. El objeto del sistema de contratación electrónico, adoptado en 2001, es mejorar la transparencia y reducir los costos gracias a un dispositivo electrónico para las licitaciones, un catálogo electrónico y un sistema de registro electrónico.  Había que transformar la contratación pública, infiltrada por la corrupción, orientándola hacia la transparencia, la competencia y la responsabilidad, reduciendo la discrecionalidad, las prácticas colusivas y las demoras.
 Según las autoridades, la adopción del sistema electrónico ha conferido a la contratación una transparencia mucho mayor y reducido los costos.  Los organismos que la han utilizado han efectuado ahorros considerables, incluso en tiempo de contratación, y se han presentado más licitadores.  A mediano plazo, las autoridades esperan generar ahorros por un valor de 8,1 millones de pesos filipinos (equivalente al 9 por ciento de los gastos públicos de funcionamiento) a medida que la contratación se vaya haciendo más transparente y eficaz.

67. En general, la contratación se realiza mediante una licitación competitiva.  En circunstancias especiales se recurre a otros métodos de contratación (cuadro III.5).  No obstante, en todos los casos la entidad contratante ha de velar por que el Gobierno obtenga el "precio más ventajoso".
 Las autoridades indican que la oferta con el "precio más ventajoso" es la que conlleva el costo más bajo para el Gobierno.
Cuadro III.5

Otros métodos de contratación

	Método de contratación
	Condiciones que rigen el uso de otros métodos

	Licitación limitada (o licitación selectiva):  invitación directa a un conjunto preseleccionado de proveedores o consultores para que presenten su oferta.
	Contratación de bienes y servicios de consultoría altamente especializados que sólo se pueden obtener de un número limitado de proveedores.  Adquisición de componentes importantes de una instalación productiva cuando, con el fin de mantener la calidad y el rendimiento de ésta, se estima ventajoso limitar el concurso a licitadores calificados conocidos.  

	Contratación directa (o contratación de una sola fuente):  sólo se le pide al proveedor que ofrezca un precio o una factura pro forma junto con las condiciones de venta;  la oferta se puede aceptar inmediatamente o mediante negociaciones.
	Contratación de bienes que sólo pueden obtenerse de la fuente de su propiedad, esto es, cuando las patentes, secretos comerciales y derechos de autor prohíben a otros fabricar el mismo producto.
Cuando la adquisición de componentes críticos de un determinado fabricante, proveedor o distribuidor sea una condición necesaria para garantizar al contratista su rendimiento.
Cuando los bienes sean vendidos en exclusividad por un negociante o fabricante y no se les pueda encontrar ningún sustituto más adecuado en condiciones más ventajosas.

	Orden repetida:  contratación directa de bienes a un ofertante que haya ganado anteriormente una licitación competitiva, cuando existe la necesidad de reponer existencias.
	El precio unitario debe ser igual o inferior al ofrecido en el contrato original.
La orden repetida no tiene como consecuencia dividir las solicitudes o las órdenes de compra.
La orden repetida no puede superar el 25 por ciento de la cantidad comprada en el contrato original.

	Compra:  la entidad contratante se limita a solicitar precios para productos listos para la venta o para material que ha de ser adquirido directamente de proveedores de calificación conocida.
	Cuando surja un imprevisto que exija la adquisición inmediata a condición de que ésta no supere los 50.000 pesos filipinos.
Contratación de suministros y material de oficina ordinarios o corrientes que no superen los 250.000 pesos filipinos, no tengan como consecuencia la división de los contratos y en la que al menos se obtengan tres ofertas de precios por parte de proveedores serios.

	Contratación negociada:  la entidad contratante negocia directamente un contrato con un proveedor, contratista o consultor  habilitado técnica, legal y financieramente.  
	En caso de fracaso de dos licitaciones.
En caso de peligro inminente para la vida o la propiedad en situación de catástrofe, o cuando, el tiempo es esencial, debido a catástrofes naturales o causadas por el hombre o por otras causas en las que sea necesario tomar medidas inmediatas para impedir daños a la vida o la propiedad o su pérdida o para restablecer los servicios públicos, infraestructuras y otras instalaciones públicas vitales,.
La asunción de contratos que han sido rescindidos o terminados y respecto de los cuales es necesario tomar medidas inmediatas para impedir daños a la vida o la propiedad o su pérdida o para restablecer servicios públicos, infraestructuras y otras instalaciones públicas vitales.
Cuando el contrato de que se trate vaya unido a un proyecto de infraestructura en curso siempre que, inter alia, el contrato original se hubiera adjudicado mediante licitación competitiva y que las negociaciones para la contratación se inicien antes de la expiración del contrato original.
Compras por parte de otro organismo estatal, como el Servicio de Contratación del Departamento de Gestión del Presupuesto.


Fuente:
Ley de Reforma de la Contratación Pública (Ley de la República Nº 9184).

68. Cada entidad de contratación debe establecer un único Comité de Licitaciones y Adjudicaciones (BAC).  El BAC anuncia en carteles o por otros medios la invitación a licitar, organiza conferencias previas a la contratación y a la licitación, determina la idoneidad de los futuros licitadores, recibe y evalúa las ofertas, se encarga del procedimiento posterior a la calificación y recomienda la adjudicación de contratos al jefe de la entidad contratante.  También puede recomendar el uso de otros métodos de contratación.

69. La entidad contratante prepara los documentos de la licitación siguiendo los formularios y manuales normalizados que prescribe la Junta de Políticas de Contratación del Gobierno (GPPB).  La entidad contratante debe velar por que haya igualdad en el acceso a la información en todas las etapas de la preparación de los documentos de licitación.  
70. Antes de extender una invitación para licitar, el BAC debe celebrar una reunión previa a la contratación, salvo en el caso de los contratos por un importe inferior a cierta suma (2 millones de pesos filipinos en el caso de los bienes y 1 millón de pesos filipinos en el caso de los servicios de consultoría), en los cuales es opcional.  Dicha reunión tiene como objetivo evaluar la disponibilidad de fondos y comprobar si los documentos cumplen lo establecido por la ley.

71. Todas las invitaciones a licitar por contratos sujetos a licitación competitiva deben hacerse públicas a fin de que tengan la mayor difusión posible.  Es necesario celebrar al menos una reunión previa a la licitación dentro de un plazo razonable antes de la fecha límite de recepción de las ofertas, a fin de que éstas puedan ser debidamente preparadas por los licitadores potenciales.

72. Los licitadores potenciales calificados deben ser evaluados mediante un sistema de clasificación numérica basado en los requisitos del listado de selección prescrito.  En principio, toda oferta debe tener dos componentes, el técnico y el financiero, que se deben presentar simultáneamente en sobres separados y sellados.  El BAC debe recibir las ofertas en la fecha, la hora y el lugar especificados en la invitación a concursar, y las ofertas deberán abrirse en público en la fecha, la hora y el lugar especificados en los documentos de licitación.

73. El BAC examina en primer lugar los componentes técnicos de las ofertas, y si queda satisfecho examina a continuación los componentes financieros.  Las ofertas seleccionadas para la contratación de bienes (incluidos los servicios que no son de consultoría) e infraestructuras se clasifican de la más baja a la más alta en cuanto a su precio calculado;  la oferta cuyo precio calculado sea el más bajo se denomina la "oferta de cálculo más bajo".  En el caso de la contratación de servicios de consultoría, las ofertas seleccionadas se evalúan y ordenan utilizando clasificaciones numéricas de conformidad con los criterios de evaluación establecidos en los documentos de licitación.
  Las ofertas se ordenan de la más alta a la más baja en cuanto a sus clasificaciones calculadas correspondientes;  la oferta cuya clasificación calculada sea la más alta se denomina la "oferta de calificación más alta".  Posteriormente, el BAC verifica si el licitador que ha presentado la "oferta de cálculo más bajo" (en el caso de bienes, infraestructuras y servicios que no son de consultoría") o la "oferta de clasificación más alta" (en el caso de los servicios de consultoría) ha superado todos los requisitos y condiciones especificados en los documentos de licitación.  Si el ofertante cumple todos los criterios posteriores a la calificación, su oferta se considera la "oferta de respuesta de cálculo más bajo" o la "oferta de respuesta de calificación más alta", y el contrato queda adjudicado.  
74. Rigen determinados plazos para que, inter alia, el jefe de la entidad contratante apruebe o desapruebe la recomendación del BAC, para que emita el aviso de adjudicación destinado al licitador escogido y para que firme el contrato.  En general, el proceso de contratación, desde la apertura de las ofertas hasta la adjudicación del contrato, no puede superar los tres meses.  Las decisiones del BAC se pueden impugnar en todas las etapas del proceso de contratación ante el jefe de la entidad contratante.  Cualquier diferencia debe ser resuelta antes de proceder a la adjudicación.

75. El jefe del organismo puede rechazar cualquier oferta o no adjudicar un contrato si:  existen pruebas de colusión entre los empleados de la entidad contratante, o entre el BAC y cualquiera de los licitadores, o entre los licitadores, o entre un licitador y un tercero;  si no se respeta el procedimiento de licitación prescrito;  o si el contrato no beneficia al Gobierno.  No se dispone de datos sobre el número de contratos rescindidos por estos motivos.

76. La participación extranjera en la contratación de bienes sigue siendo limitada y parece depender de la procedencia de los fondos destinados al proyecto y de la disponibilidad en el país de los bienes y servicios objeto de contratación.  La Constitución prevé una marcada preferencia por contratar en el país.  Obliga al Estado a dar preferencia a ciudadanos filipinos calificados (artículo 10) y a promover el uso preferencial de mano de obra filipina, materiales nacionales y bienes de fabricación nacional, así como a adoptar medidas que contribuyan a hacerlos competitivos (artículo 12).  En el caso de proyectos en los que interviene la ayuda extranjera, pueden concurrir empresas extranjeras a reserva de una preferencia del 15 por ciento en materia de precio para las empresas proveedoras nacionales (aquellas cuya propiedad pertenece al menos en un 75 por ciento a ciudadanos filipinos).  No obstante, en el caso de otros proyectos, sólo pueden participar en la contratación pública empresas filipinas, independientemente de que el recurso a un proveedor extranjero pueda ahorrar costos.
  No obstante, si en el país no se dispone de los bienes o si resultase necesario impedir una competencia desleal, puede invitarse a participar a proveedores extranjeros.
  Además, en interés de la eficacia y de la entrega puntual de los bienes, la entidad contratante puede dar preferencia a la adquisición de bienes fabricados en el país que satisfagan la calidad especificada o deseada.  No se dispone de datos sobre la participación extranjera en la contratación pública.  
vii) Operaciones de importación de las empresas comerciales del Estado

77. Filipinas ha notificado a la OMC únicamente a la Dirección Nacional de Alimentos (NFA) como empresa comercial del Estado.
  La NFA realiza actividades de comercio de arroz, maíz y otros productos autorizados por el Presidente.  Es responsable de la seguridad alimentaria y de establecer precios al productor que garanticen rendimientos razonables a los agricultores y al mismo tiempo precios razonables para los consumidores.
  La NFA mantiene existencias reguladoras de cereales (por ejemplo arroz) para 15 días, y para 30 días durante la "temporada de escasez de producción" (julio, agosto y septiembre).  Adquiere cereales nacionales a precios de apoyo y subvenciona los precios al por menor para los consumidores más pobres.  Además absorbe el costo de almacenaje, manipulación, molienda y transporte del arroz.  Realiza importaciones para cubrir la insuficiencia de la producción interna conforme al contingente de importación y en principio sigue siendo la única entidad facultada para importar arroz, aunque el régimen ha sido liberalizado en parte.  Actualmente los importadores privados que estén registrados y hayan obtenido licencia de la NFA pueden, según las autoridades, importar un volumen limitado de arroz de variedades específicas (es decir, exclusivamente variedades de primera calidad, especiales y glutinosas).  Dentro de los límites del contingente importa el volumen necesario para garantizar la seguridad alimentaria del país, y el resto se asigna a importadores privados, incluidos los agricultores.

viii) Prescripciones sobre el contenido nacional

78. Las prescripciones en materia de contenido nacional y las relacionadas con el equilibrio en materia de divisas en el Programa de Desarrollo de la Industria de Automóviles de Viajeros (CDP), el Programa de Desarrollo de la Industria de Vehículos Comerciales (CVDP) y el Programa de Desarrollo de la Industria de Motocicletas (MDP), que se mantenían desde 1995, quedaron eliminados el 30 de junio de 2003, según lo previsto.
  Se concedieron a Filipinas períodos de transición ampliados para la eliminación gradual de esas MIC.

79. Las autoridades señalan que se eliminaron las prescripciones, para los fabricantes de jabones y detergentes, de utilizar por lo menos un 60 por ciento de insumos de producción nacional (sustancias tensoactivas derivadas del coco).
  Las empresas farmacéuticas tienen la obligación de comprar antibióticos semisintéticos a determinada empresa nacional, a menos que puedan demostrar que las importaciones son por lo menos 20 por ciento más baratas.
  Este sistema es aplicado por la Oficina de Productos Alimenticios y Farmacéuticos (BDAD).
ix) Comercio de compensación

80. La Corporación de Comercialización Internacional de Filipinas (PITC) sigue administrando las transacciones de comercio de compensación, que según las autoridades promueve las exportaciones filipinas y facilita las inversiones, la transferencia de tecnología, la investigación y el desarrollo y actividades conexas, sin costo adicional para el Estado.  Desde 1999 la PITC ha administrado entre 65 y 70 transacciones de comercio de compensación (con un valor de 448 millones de dólares EE.UU., a febrero de 2005);  la mitad de esas transacciones están en curso.

3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Procedimientos

81. Todas las exportaciones deben estar cubiertas por una Declaración de Exportación, presentada por el exportador (o su representante) ante la BOC, a través de los centros de documentación para la exportación, o electrónicamente a través del Documento Administrativo Único.  Para las exportaciones sujetas a reglamentación se requiere autorización para la exportación (sección iv) a)).  Se requieren certificados de origen para las exportaciones comprendidas en el SGP y la AFTA.  Pueden requerirse otros permisos y licencias para las exportaciones sujetas a reglamentación o prohibidas (véase infra).

ii) Impuestos a la exportación y otras cargas

82. Sólo los troncos de plantaciones (árboles no autóctonos) están sujetos a un impuesto a la exportación (20 por ciento del valor f.o.b.).  Todos los restantes impuestos a la exportación fueron abolidos a partir de julio de 1986, conforme a la Orden Ejecutiva Nº 26.  No obstante, parecen subsistir disposiciones que permiten volver a gravar con impuestos la exportación de otros productos, aunque las autoridades señalan que esos impuestos no pueden seguir aplicándose.
  En virtud de una recomendación del NEDA, el Presidente puede imponer tipos impositivos más altos o más bajos a cualquiera de los productos mencionados en la ley, eximir del impuesto a cualquier producto o agregar cualquier producto a la lista de productos sujetos al impuesto.  Para decidirlo, el Presidente debe tener en cuenta la necesidad de satisfacer el consumo interno, incluidas las industrias de procesamiento, y el precio mundial del producto.

83. Las autoridades señalan que el impuesto a la exportación aplicado a los troncos de árboles no autóctonos se impone para garantizar un suministro adecuado, estable y sostenible de madera nacional.  No obstante, los impuestos a la exportación crean distorsiones y representan una subvención implícita a las industrias transformadoras en fases posteriores al proceso de producción, al suministrar troncos a precios inferiores a los del mercado mundial y por lo tanto promover valor añadido en la esfera interna, lo que puede representar un uso ineficiente de los recursos, si depende de la subvención.  Las autoridades señalan que es mínimo el ingreso fiscal proveniente del impuesto a la exportación.  
iii) Precios mínimos de exportación

84. Parecen aplicarse precios mínimos de exportación al arroz y al maíz, que según las autoridades en general se basan en los precios mundiales.  Los precios mínimos de exportación podrían provocar efectos económicos similares a los de los impuestos a la exportación.  
iv) Prohibición y restricción de las exportaciones y licencias de exportación

a)
Prohibiciones y restricciones a la exportación 
85. La lista de exportaciones sujetas a reglamentación y prohibidas no parece haber cambiado en el período objeto de examen;  comprende especies silvestres amenazadas y animales vivos (cuadro AIII.5).  Los textiles y las prendas de vestir ya no se regulan, tras la eliminación de los contingentes de exportación a partir de 2005.  Las autoridades señalan que por razones ambientales también se prohíbe la exportación de troncos de bosques autóctonos.  Se prohíben o regulan exportaciones por razones de interés nacional, seguridad y salud pública, y para cumplir los requisitos de acuerdos y convenciones internacionales (por ejemplo el ATV y la CITES).  Las exportaciones sujetas a reglamentación requieren una autorización previa otorgada por los organismos públicos competentes.

86. Subsisten las restricciones a la exportación de arroz y maíz.  Según las autoridades, para garantizar la seguridad alimentaria y la estabilidad de los precios de los alimentos esos productos sólo pueden exportarse si existen excedentes.  También se regulan las exportaciones de pescado por razones de seguridad alimentaria interna.  Las exportaciones, cuando se autorizan, requieren un permiso, para cada embarque, emitido por el Departamento de Agricultura.  Cada embarque requiere también un certificado sanitario.  Además, sólo pueden exportarse los productos de pescado que hayan sido elaborados en establecimientos de procesamiento de pescado poseedores de un certificado de cumplimiento del procedimiento normalizado de funcionamiento en materia de higiene (SSOP) y del HACCP, extendido por la Oficina de Pesca y Recursos Acuáticos (BFAR).
b)
Contingentes de exportación
87. El Presidente, cuando el NEDA lo recomienda, puede imponer un contingente de exportación a cualquier mercancía, teniendo en cuenta factores tales como la demanda interna, el precio mundial y el trato preferencial que otorguen a las exportaciones filipinas gobiernos extranjeros.

88. Las exportaciones de azúcar (y hasta hace poco de textiles y prendas de vestir) están sujetas a limitaciones bilaterales (capítulo IV).  Los Estados Unidos asignan a Filipinas un contingente de exportación de azúcar.

v) Operaciones de exportación de las empresas estatales

89. En principio, la NFA sigue controlando las exportaciones de arroz y maíz, pero el régimen ha sido parcialmente liberalizado.  No obstante, las autoridades señalan que las empresas privadas sólo pueden realizar exportaciones si existen excedentes.

vi) Ayuda a la exportación

a)
Subvenciones y asistencia a la exportación 
90. Según las autoridades, en el período objeto de examen no se otorgaron subvenciones.

b)
Concesiones arancelarias y fiscales 
91. La Ley de Fomento de las Exportaciones prevé la concesión de bonificaciones fiscales para las sociedades, por concepto de incrementos anuales de los ingresos de exportación.
  También estipula que las empresas cuyos ingresos de explotación normales provengan por lo menos en un 50 por ciento de la exportación tienen derecho a obtener incentivos de la Junta de Inversiones (BOI) y de la Administración de Zonas Económicas de Filipinas (PEZA) (véase infra).  Según lo dispuesto en el Código General de Inversiones, administrado por la BOI, pueden obtener incentivos los productores de exportaciones no tradicionales y las actividades que respaldan a los exportadores.

92. Conforme a la Política Industrial General y a las Directrices del Programa de Desarrollo de la Industria de Vehículos Automotores 2004-2008, establecidas por el Gobierno, pueden importarse vehículos a tipos arancelarios preferenciales, con sujeción a los resultados de las exportaciones.  Los participantes calificados deben exportar como mínimo 10.000 unidades con un valor f.o.b. de 5.000 dólares EE.UU. por unidad.

Reintegro de derechos de aduana

93. Los derechos sobre las materias primas importadas que se utilizan para fabricar o elaborar productos de exportación pueden ser íntegramente reembolsados tras la exportación.  Ésta debe realizarse dentro del período de un año contado desde la importación de los materiales y la BOI debe certificar que la importación se realizó porque no estaban disponibles sustitutos competitivos producidos localmente.

Sistema de Depósito de Manufacturas Bajo Control Aduanero (CBMW) y Depósito de Productos Metalúrgicos Bajo Control Aduanero
94. El Sistema de Depósito de Manufacturas Bajo Control Aduanero (CBMW) permite la importación exenta de impuestos y en franquicia arancelaria de todas las materias primas utilizadas en la fabricación de mercancías que se exporten dentro del plazo de un año.
  El importador debe proporcionar una garantía de reexportación por un monto equivalente a los impuestos y derechos evaluados.  Existe un régimen similar para las menas y los metales en bruto, que si se utilizan para fabricar mercancías de exportación pueden importarse exentos de derechos a un depósito de productos metalúrgicos bajo control aduanero.

Zonas de elaboración para la exportación

95. La Administración de Zonas Económicas de Filipinas (PEZA) posee jurisdicción en las cuatro zonas de elaboración para la exportación de propiedad y administración públicas y en todas las zonas económicas de propiedad privada y operadas por entidades privadas registradas en la PEZA (denominadas zonas económicas especiales).  Las empresas que deseen operar en esas zonas deben cumplir los criterios de habilitación de la PEZA;  la proporción de propiedad extranjera puede llegar al 100 por ciento.  Los incentivos son, entre otros, la exención del impuesto sobre la renta de las sociedades por un término de cuatro a ocho años
;  exenciones de derechos a la importación de equipo de capital y materias primas;  exenciones a los impuestos indirectos a la exportación;  reembolso de impuestos sobre el valor añadido pagado por importaciones destinadas a la reexportación.  Además se aplican a estas operaciones procedimientos de importación y exportación simplificados.  Los productores establecidos en zonas económicas especiales tienen derecho a realizar hasta el 50 por ciento y el 30 por ciento de sus ventas anuales a empresas de propiedad filipina y de propiedad extranjera, respectivamente, con sujeción al pago de los impuestos y derechos pertinentes.

vii) Prescripciones en materia de resultados de la exportación

96. Los incentivos fiscales en virtud del Código General de Inversiones de que gozan los exportadores no tradicionales están condicionados a sus resultados en materia de exportación.  La prescripción es más exigente en el caso de las empresas de propiedad extranjera (70 por ciento de la producción) que en el de las compañías de propiedad de filipinos (50 por ciento) (sección 4 ii)).  Conforme a la Ley de Fomento de las Exportaciones, tienen derecho a recibir incentivos las empresas cuyos ingresos de explotación normales provengan por lo menos en un 70 por ciento de la exportación.

viii) Financiación, seguros y garantías de las exportaciones

97. La Corporación de Fomento del Comercio y la Inversión de Filipinas (TIDCORP, también denominada Dirección de Crédito para la Exportación y la Importación de Filipinas, o PhilEXIM), que depende del Departamento de Hacienda, es el organismo público de crédito para la exportación.  Tiene como fin estimular las exportaciones de bienes y servicios facilitando el acceso al crédito, en especial para pequeñas y medianas empresas (PYMES), y fomentar el empleo.  TIDCORP proporciona a los exportadores préstamos, garantías, seguros y cooperación técnica, además de garantías de financiación para la exportación previa a la expedición a PYMES.
  Ello ha dado a los exportadores un acceso más amplio al crédito al proporcionar una opción diferente de las garantías tradicionales exigidas por los bancos.  La Corporación otorga también garantías contra riesgos posteriores a la expedición, que se hacen efectivas cuando los exportadores no reciben el pago.  TIDCORP ofrece el Programa de Garantías Crediticias a Plazo Fijo (TLGP), que cubre los préstamos a mediano y corto plazo otorgados a PYMES para la adquisición de activos fijos y/o para utilizarlos como capital de trabajo.  También pueden recurrir a servicios de garantías y créditos los grandes exportadores (cuyos activos superan los 100 millones de pesos).
  En 2003, las empresas asistidas generaron exportaciones por un valor de 1.224 millones de dólares EE.UU. y crearon 28.904 puestos de trabajo.  TIDCORP también ofrece seguros de crédito a la exportación a exportadores establecidos en Filipinas.  Ese programa está destinado a autorizar a los exportadores a otorgar créditos a compradores asegurándolos contra el incumplimiento de sus obligaciones de pago por parte de los clientes extranjeros en virtud de riesgos comerciales y políticos.

ix) Fomento de las exportaciones y asistencia para la comercialización

98. El Centro de Exposiciones y Misiones Comerciales Internacionales (CITEM), dependiente del Departamento de Industria y Comercio (DTI), es un organismo de promoción de exportaciones.  Dicha promoción se realiza principalmente mediante la participación de exportadores filipinos en ferias comerciales, muestras especiales, promociones dentro de tiendas y otras actividades de promoción.  Desde 1999 se han intensificado los programas de difusión de información.  Se ha mejorado Tradeline Philippines (una base de datos en línea de estadísticas comerciales y otra información relacionada con la exportación);  se ha mejorado la biblioteca electrónica para exportadores y reabierto la Red de Asistencia para la Exportación (Exponet), un centro de información sobre exportaciones que proporciona todos los datos necesarios y funciona las 24 horas del día.

4) Medidas que afectan a la producción y al comercio

i) Política industrial e incentivos

99. Filipinas proporciona desde hace largo tiempo incentivos (principalmente fiscales) para actividades seleccionadas.  La principal estrategia ha consistido en canalizar inversiones a sectores considerados convenientes para alcanzar objetivos esenciales, como la generación de exportaciones y de empleo.  Por lo tanto, a través del sistema de incentivos se procura orientar las inversiones a ámbitos prioritarios habilitados, lo que representa una forma de intervención gubernamental selectiva.

a)
Incentivos fiscales
100. Los incentivos fiscales deterioran la base impositiva, aumentan la complejidad del sistema fiscal y van en detrimento de la integridad y la neutralidad en materia de asignación de recursos.  Además han contribuido a que el Gobierno recurriera a aranceles, que en 2003 generaron el 8 por ciento del total de los ingresos fiscales, aunque en 1999 la proporción había sido mayor (10 por ciento).  Esta disminución obedeció principalmente a la reducción de los tipos arancelarios, al aumento de las importaciones en franquicia arancelaria en virtud de diversos incentivos y al deterioro de la administración aduanera.

101. Los incentivos promueven inversiones en actividades, regiones y exportaciones no tradicionales específicas.  Siguen siendo regulados por el Código General de Inversiones, y aunque se ofrecen a nacionales y extranjeros, existe cierta discriminación contra estos últimos (véase infra).  Algunos están sujetos a prescripciones en materia de resultados de exportación.  En general, en el marco del Código General de Inversiones sólo las empresas registradas en la BOI y que producen exportaciones no tradicionales u operan en un sector mencionado en el Plan de Prioridades de Inversión tienen derecho a exenciones y concesiones fiscales, y algunas a incentivos no fiscales.  No obstante, aunque la actividad no figure en el Plan de Prioridades de Inversión, una empresa puede estar habilitada para recibir incentivos si exporta por lo menos el 70 por ciento de la producción, o el 50 por ciento si se trata de una empresa de propiedad filipina (por lo menos con un 60 por ciento de capital propio nacional).
  En 2004 la lista del Plan de Prioridades de Inversión comprendía la fabricación de exportaciones no tradicionales
, y actividades de respaldo para los exportadores, así como unos 15 sectores específicos.

102. Los siguientes son algunos de los incentivos fiscales que ofrece el Código General de Inversiones a empresas registradas en la BOI:  exoneración del impuesto sobre las sociedades, por plazos de cuatro a seis años, en función del tipo de empresa y de la ubicación del proyecto
;  bonificaciones fiscales aplicables a impuestos y derechos que graven materias primas, suministros y productos semimanufacturados utilizados para la fabricación de exportaciones;  y bonificaciones fiscales para animales para reproducción y material genético.  Las empresas registradas en la BOI ubicadas en zonas menos adelantadas tienen derecho a reclamar una deducción de gastos de infraestructura y costos de mano de obra de trabajadores contratados, pudiendo llegar a deducirse la totalidad del impuesto.
103. Existen otros incentivos fiscales, disponibles para centros regionales y centros de operaciones regionales ubicados en Filipinas, y en el marco de alrededor de 44 leyes de incentivos especiales a la inversión (cuadro III.6).

Cuadro III.6

Incentivos fiscales concedidos conforme a leyes de incentivos especiales a la inversión

	Leya
	Sector
	Incentivo

	Decretos Presidenciales Nº 87 y Nº 1857
	Contratistas de servicios de petróleo y gas y promotores de proyectos geotérmicos
	Exención de los derechos de importación que recaen sobre la importación de maquinaria, equipo y piezas de repuesto, y todos los materiales de proyectos relacionados con el petróleo
Exención de todos los impuestos, salvo el impuesto sobre las sociedades

	Ley de la República Nº 7942
	Operadores y promotores mineros
	Incentivos fiscales previstos en el Código General de Incentivos a la Inversión
Traslado de pérdidas operacionales netas por un período más largo (cinco años)
Depreciación acelerada

	Ley de la República Nº 7471
	Operadores de empresas de transporte marítimo de ultramar
	Exoneración decenal del impuesto sobre la renta y exención de derechos a la importación de buques transoceánicos

	Ley de la República Nº 6957, modificada por la Nº 7718
	Proyectos de construcción-operación-transferencia (inversiones de más 1.000 millones de pesos)
	Iguales incentivos otorgados a empresas de la BOI conforme al Código General de Inversiones

	Ley de la República Nº 8502
	Industria de la joyería
	Importación en franquicia arancelaria de materias primas y equipos utilizados para fabricar joyas
Exención del impuesto indirecto sobre la venta de joyas

	Ley de la República Nº 7916, enmendada por R. A. Nº 8748
	Proyectos de fomento turístico
	Reconocimiento de la calidad de zona económica especial a zonas de desarrollo turístico y a predios turísticos.  Los incentivos fiscales proporcionados son similares a los otorgados a empresas establecidas en zonas de elaboración para la exportación

	Código Tributario
	Incentivos universales a cualquier empresa
	Traslado de pérdidas operacionales netas para los tres años imponibles consecutivos que sigan inmediatamente al año de la pérdida
Deducción acelerada de la depreciación por desgaste de activos 


a
Esta lista no es exhaustiva:  hay alrededor de 44 leyes que establecen incentivos especiales a la inversión.

Fuente:
Información proporcionada por las autoridades.

104. Según las autoridades, los incentivos fiscales en general se utilizan para contrarrestar las imperfecciones del mercado y fallas de la infraestructura interna, promover la inversión en zonas menos adelantadas y en sectores que pueden suscitar efectos derivados positivos (por ejemplo, la transferencia de tecnología al resto de la economía).  No obstante, las autoridades reconocen el hecho de que el sistema de incentivos fiscales se ha vuelto excesivamente complejo, pues está sobrecargado por demasiados objetivos de políticas.  Además, los incentivos -especialmente la autorización de importaciones en franquicia arancelaria de bienes de capital para la exportación- han reducido el ingreso fiscal (cuyo importe estimado, en 2003, fue de 299.000 millones de pesos), y según las autoridades los supuestos "beneficios" de los incentivos fiscales, como el aumento de los ingresos y del empleo, se han reducido a un nivel francamente inferior a las expectativas.  No se realiza un seguimiento o una evaluación sistémicos de los incentivos otorgados conforme a las diferentes leyes, lo que priva de transparencia al sistema de incentivos fiscales.  La publicación de los gastos fiscales (es decir del ingreso fiscal que impiden obtener los incentivos), junto con la evaluación de las medidas individuales, aumentaría en gran medida la transparencia del sistema fiscal y promovería una política fiscal más eficaz.  Los incentivos fiscales no están exentos de costos, y la experiencia de otros países sugiere que rara vez están dotados de eficacia en función de los costos, aunque las fallas del mercado los justifiquen.  Además crean el riesgo de provocar distorsiones en la asignación de recursos si representan subvenciones de inversiones adecuadas que aun sin asistencia se habrían realizado, o si hacen rentables inversiones desacertadas.  La eliminación de los incentivos fiscales que hubieran dejado de ser eficaces o apropiados permitiría un ensanchamiento de la base impositiva, que podría ir acompañado de reducciones de los tipos impositivos legales sin que ello entrañase necesariamente una pérdida de ingresos fiscales totales;  el resultado sería un sistema fiscal más neutral y orientado al mercado.

105. El Gobierno procura reformar el sistema de incentivos fiscales racionalizando y armonizando todos los incentivos a la inversión en una misma ley, en que se indicarían los ámbitos prioritarios y los incentivos que han de otorgarse a inversionistas registrados en los diversos organismos de promoción de inversiones.
  Según las autoridades, el sistema de incentivos propuesto tendría las siguientes características:  a) gran concentración, para que sólo se promuevan las actividades económicas en que el país posea una ventaja comparativa;  b) suficiente eficiencia como para promover una asignación óptima de los recursos, y neutralidad en cuanto a la utilización de los recursos limitados del país;  c) vinculación con el tiempo, como garantía de viabilidad de la empresa que realiza la inversión, y d) suficiente simplicidad como para administrar y realizar el seguimiento de forma de impedir pérdidas del ingreso fiscal.
b)
Incentivos no fiscales
106. Las empresas registradas en la BOI que invierten en sectores que figuran en el Plan de Prioridades de Inversión también gozan de incentivos no fiscales.  Pueden emplear a nacionales de países extranjeros en cargos de supervisión, técnicos o de asesoramiento por cinco años contados a partir de la fecha de registro.
  Además pueden importar equipos por un período de 10 años a partir de la fecha de registro, a condición de que presenten una garantía de reexportación, y pueden explotar almacenes de fabricación o comercialización bajo control aduanero.
  También gozan del beneficio de procedimientos aduaneros simplificados para importar equipos, piezas de repuesto y materias primas, y para exportar.
 

Pequeñas y medianas empresas (PYME)

107. El sector de las PYME se considera la espina dorsal de la economía.  En 2002 abarcaba alrededor del 99,7 por ciento de las empresas registradas y daba empleo al 70,4 por ciento de la fuerza de trabajo.
  En principio, las PYME están reservadas a nacionales filipinos, pero se autoriza la participación extranjera si la empresa utiliza tecnología avanzada (determinada como tal por el Departamento de Ciencia y Tecnología), emplea directamente a no menos de 50 empleados y posee un capital pagado mínimo de 100.000 dólares EE.UU.  La Ley de Microempresas Barangay, promulgada en 2002, crea incentivos para promover el establecimiento de microempresas, mediante exenciones del impuesto sobre la renta y a la cobertura de la Ley de Salarios Mínimos, el acceso a una ventanilla crediticia especial y programas de capacitación y asistencia para la comercialización.  También se alienta a los gobiernos locales a reducir los impuestos, derechos y cargas locales que gravan a esas empresas, o a eximir totalmente a éstas de esos gravámenes.

108. La Corporación de Garantía y Financiación de las Pequeñas Empresas (SB Corporation), entidad vinculada con el Departamento de Comercio e Industria, proporciona garantías de crédito y presta servicios de financiamiento para respaldar el desarrollo de PYME.  Suministra financiamiento en forma directa o a través del sistema bancario.
  El Departamento de Comercio e Industria (DTI) también proporciona paquetes de capacitación las a PYME.

ii) Política de competencia
109. Aunque Filipinas no cuenta con una política de competencia expresa, las autoridades señalan que las principales reformas tendentes a la liberalización del mercado realizadas desde la década de los ochenta estaban encaminadas a promover la competencia.  Sin embargo, aunque la apertura del mercado es un mecanismo sumamente eficaz para promover la competencia, la política comercial y la política de competencia pueden fortalecerse mutuamente, en especial en la esfera de los servicios.  
110. Filipinas carece de una ley general de competencia, pero posee leyes referentes a esta última (cuadro III.7), que aunque numerosas y diversas, son inadecuadas para hacer efectiva la competencia en la economía.  Primero, como cada una de ellas se refiere a situaciones específicas, se corre el riesgo de que una ley neutralice los efectos positivos de otra.  Segundo, las actividades prohibidas se definen en forma demasiado imprecisa como para que las leyes respectivas sean eficaces.  Por ejemplo, la Constitución prohíbe -pero no define- las actividades que restrinjan el comercio interior y puedan dar lugar a comportamientos contrarios a la competencia, y confiere al Gobierno la potestad de regular o prohibir los monopolios.
  Tercero, las sanciones son insignificantes, por lo cual no son un disuasivo suficiente.  Cuarto, no existe jurisprudencia ni experiencia judicial sobre tramitación de casos relativos a la competencia.  Quinto, como no existe un organismo central encargado de la observancia, las actividades de ese género están disociadas de las de la aplicación.

Cuadro III.7

Leyes referentes a la competencia en Filipinas

	Ley 
	Descripción

	Constitución de Filipinas 
	Prohíbe las prácticas contrarias a la competencia;  sin embargo, los monopolios  no se prohíben de por sí, sino sólo cuando el interés público lo requiere.  Prohíbe los actos de restricción del comercio, así como la competencia desleal.

	Código Penal Revisado 
	Define y tipifica como delito la creación de un monopolio y los actos de restricción del comercio y establece las penas correspondientes.

	Código Civil de Filipinas (1950) y Ley de la República Nº 165 (conocida como Ley de prohibición de los monopolios y las concentraciones empresariales restrictivas del comercio)
	Permite la indemnización de los daños y perjuicios resultantes de la competencia desleal.

	Código de Sociedades de Filipinas
	Establece las normas referentes a fusiones y concentraciones y la adquisición de la totalidad, o una proporción sustancial del total de los activos o acciones de sociedades.

	Ley Revisada de Valores 
	Complementa el Código de Sociedades prohibiendo la manipulación de los precios de los valores y el uso de información de iniciados.

	Ley de Precios
	Declara ilegales la formación de cárteles, el atesoramiento y la especulación.  Sólo se aplica a los bienes específicos que son objeto de las disposiciones legales.

	Ley de Consumo de Filipinas
	Impone sanciones por comportamientos tales como prácticas engañosas, desleales y cuestionables, en transacciones de venta de mercancías y concesión de créditos.

	Orden Administrativa Departamental Nº 8 del Departamento de Comercio e Industria 
	Prohíbe los planes de distribución en cadena y los sistemas de ventas en pirámide en el contexto de la venta de productos para el consumidor.


Fuente:
Comisión Arancelaria de Filipinas (2001), Competition Law and Policy.  Disponible en:  http://www.tariffcommission.gov.ph/competit.html [23 de marzo de 2004];  y Competition policy:  Republic of the Philippines.  Disponible en:  http://www.globalcompetitionforum.org/regions/asia/Phillipines/phil_cp.pdf [4 de abril de 2004].
111. El Gobierno reconoce la necesidad de sancionar una ley general de competencia que permita hacer frente a las fallas existentes.  No obstante, la introducción de una ley general de competencia sería incompatible con algunos textos legislativos existentes.  Un ejemplo parece ser la Ley de Precios, que establece controles de precios.  Sería necesario identificar y examinar esas leyes.  Otro problema crítico es la falta de experiencia y conocimiento en cuestiones de política de competencia, especialmente en la judicatura, lo que no sólo va en detrimento del actual sistema sino que además dificultaría la aplicación de cualquier nueva ley.

112. El sistema institucional de respaldo de la política de competencia es débil e ineficaz.  Filipinas carece de un organismo central de aplicación coercitiva de normas;  varios organismos -tales como la Comisión Arancelaria, la Oficina de Servicios de Importación, la Oficina de Regulación del Comercio y Protección del Consumidor y la Comisión de Cambio y Bolsa
- tienen a su cargo actividades de ejecución y aplicación coercitiva.  Organismos específicos de sectores se encargan de la observancia de las normas a nivel de sectores y productos.
  Al parecer existe duplicación y dispersión de cometidos entre esos organismos, que rara vez operan en forma coordinada, lo que a veces genera políticas conflictivas.  Por lo tanto, crear una autoridad única encargada de la aplicación coercitiva de las normas podría ser un paso clave para llevar adelante una política de competencia eficaz.
  Las autoridades reconocen de que la aplicación y observancia efectivas de las leyes deben estar a cargo de un organismo centralizado con potestades suficientes para supervisar y controlar diferentes sectores, y han comunicado su intención de establecer una Comisión de Libre Comercio.  No obstante, tienen presente que los programas de fomento de la competencia tropezarán con la resistencia de los grupos que buscan oportunidades para enriquecerse, controlan la mayoría de las sociedades de la economía y mantienen poderosas conexiones políticas y de los medios de comunicación e información, lo que agrava las dificultades que entraña la reforma.
iii) Controles de precios

113. La Ley de Precios permite imponer valores máximos a los precios de determinados bienes y productos en períodos de emergencia nacional declarados por el Presidente.  El Departamento de Industria y Comercio controla los precios de los productos sujetos a la legislación.
  El Consejo Nacional de Coordinación de Precios, presidido por el Departamento de Comercio de Industria, aplica los controles de precios, conjuntamente con otros departamentos gubernamentales (por ejemplo, los Departamentos de Agricultura, de Salud, y de Medio Ambiente y Recursos Naturales), coordina programas de estabilización de precios y asesora al Presidente en asuntos de política conexos.  Esos organismos publican sugerencias de precios al por menor cuando se justifica, y recomiendan y hacen cumplir los topes máximos de precios.
  Los precios de determinados bienes, como el cemento, se regulan por razones de interés público.  Las autoridades encargadas de fijar los precios establecen las tarifas del agua, la electricidad, los servicios telefónicos y el transporte público.

114. La Dirección Nacional de Alimentos (NFA) controla los precios del arroz.  Revisa y ajusta el precio de apoyo al que compra arroz a los agricultores, para garantizarles una rentabilidad justa.  Se basa en la capacidad del Gobierno para financiar este programa como directriz para establecer el precio de apoyo.  Además del precio básico de apoyo otorga una prima del 5 por ciento del precio de apoyo, es decir 0,50 pesos/kg a los agricultores que venden arroz a la NFA entre marzo y agosto.  Establece asimismo un precio de entrega en función de los fondos disponibles y del precio que prevalece en el mercado.  Establece dos precios de entrega:  el precio al por mayor, al que la NFA vende arroz a minoristas dotados de licencia y acreditados
;  y un precio al por menor, que es el precio al que debe venderse el arroz de la NFA a los consumidores y a los comerciantes que no sean minoristas.  El precio al por menor debe ser por lo menos 1,8 veces mayor que el precio de sostenimiento correspondiente.  
115. Para "estabilizar" el precio de determinados productos, como el azúcar y los fertilizantes, la NFA está asimismo autorizada a intervenir en esos mercados.  La intervención debe ser precedida por una Orden Ejecutiva dictada por el Presidente.  Éste autorizó a la NFA en marzo de 2004, a través de la Orden Ejecutiva Nº 293
, a intervenir en el mercado del azúcar para estabilizar los precios, que se reducían.  La NFA adquirió el volumen de azúcar no refinada que el Departamento de Agricultura, en consulta con la Dirección de Reglamentación del Azúcar (SRA), consideró necesario para incrementar el precio (capítulo IV).  La NFA, en consulta con el Departamento de Agricultura, debe determinar asimismo las estrategias de comercialización y distribución y los sistemas de vigilancia aplicables a los productos afectados.

iv) Gestión de las empresas

116. Al igual que en muchos Estados de Asia Oriental, la necesidad de reforzar la gestión de las empresas se hizo evidente durante la crisis financiera que afectó a la región.
  En Filipinas, éste y otros hechos afectaron desfavorablemente a la percepción de la comunidad de los inversionistas internacionales y suscitaron en los sectores público y privado creciente interés en el fortalecimiento del sistema de gestión empresarial.
  Esto llevó a crear la Comisión Presidencial sobre Gestión y un Instituto de Directores de Sociedades, a lo que se sumó la aplicación de reformas legales y reglamentarias y programas de creación de capacidad.  Se considera que en Filipinas una gestión apropiada de las empresas ofrece la posibilidad de promover la competitividad y un más amplio acceso al capital.

117. El Código de Reglamentación de Valores y el Código de Sociedades, y otras leyes, rigen las actividades de las sociedades en Filipinas.
  La Comisión de Cambio y Bolsa (SEC) de Filipinas administra el Código de Reglamentación de Valores, el Código de Sociedades, y otras leyes
, y posee cometidos de supervisión de todas las sociedades, incluidas las que no se cotizan en bolsa.  Es la principal entidad reguladora del mercado de capital, facultada para supervisar y reglamentar las bolsas de valores, regular las transacciones en valores, y otorgar licencias a corredores y agentes de valores y promulgar reglamentos sobre comercialización de valores.  El Código de Reglamentación de Valores es la principal ley en materia de valores, y gobierna las normas y reglamentos de la Bolsa de Valores de Filipinas (PSE).  En 2002, la Comisión de Cambio y Bolsa publicó un Manual de Gestión de las Empresas.
  El Código de Sociedades reglamenta las sociedades privadas;  contiene disposiciones que rigen la constitución de esas entidades, las facultades y responsabilidades de sus directores, altos funcionarios y accionistas, las normas sobre fusiones y reorganizaciones de sociedades y las sanciones por violación de las mismas.  
118. El Código de Sociedades garantiza a los accionistas el derecho de elegir, destituir y sustituir directores, votar en relación con determinadas medidas de las sociedades;  suscribir las acciones de la sociedad;  obtener información sobre la compañía;  recibir el rendimiento de las inversiones, y disentir con ciertas decisiones del Directorio.  El Código dispone el sistema de votación acumulativa para la elección de directores.  Aunque éstos pueden ser destituidos con o sin expresión de causa, el Código prohíbe la destitución sin expresión de causa cuando priva a los accionistas minoritarios de representación en el Directorio.  La destitución de directores sólo puede realizarse por voto afirmativo de los propietarios de dos tercios de las acciones en circulación.

119. El Código de Sociedades estipula también que las sociedades deben realizar asambleas anuales de accionistas.  El reglamento de la SEC dispone que todas las sociedades deben presentar a la SEC una Hoja de Información General dentro de un plazo de 30 días a partir de su asamblea anual de accionistas.  Las sociedades deben presentar anualmente a la SEC estados financieros verificados;  el incumplimiento de esa obligación puede dar lugar a sanciones como multas o la suspensión o anulación del registro de la sociedad.  En 2003 la SEC comenzó a revocar el registro de alrededor de 200.000 sociedades que no habían cumplido su obligación de presentar los estados exigidos durante cinco años consecutivos (entre 1997 y 2002).  Con respecto a las compañías que se cotizan en bolsa y otros participantes en los mercados de capital (por ejemplo suscriptores, corredores y agentes, emisores de valores que no cotizan en bolsa y compañías públicas), el Código de Reglamentación de Valores exige la presentación de informes actuales, trimestrales o anuales, para brindar información puntual y pertinente al público.  Entre las sanciones por incumplimiento que prevé ese Código figuran la imposición de multas, la suspensión o la revocación del registro y la prohibición de que sus acciones sigan cotizándose en bolsa.  Al final de octubre de 2004 la SEC había cobrado multas por un valor de 10 millones de pesos por violaciones de ese género, y había suspendido o revocado el registro de 24 emisores de valores.

120. Los accionistas pueden iniciar juicios individuales, de clase o derivados, por actos ilícitos o fraudulentos de directores.  No obstante, el trámite de los casos parece implicar costos y estar sujeto a demoras considerables.  Las controversias entre accionistas, o entre éstos y la sociedad, se tramitan ante los tribunales regionales de primera instancia.

121. Filipinas parece haber sentado las bases para mejorar la gestión de las empresas.  No obstante, como ocurre en la esfera de la gestión pública, la estructura de observancia es débil, y los mecanismos de seguimiento de las empresas son inadecuados.  En ese contexto el Instituto de Directores de Sociedades ha contribuido al logro de los objetivos mediante la creación de un plan nacional general de mejoramiento de la gestión de las empresas.  Ha proyectado directrices sobre las funciones y cometidos de los directorios de las sociedades, un código de buenas prácticas para los directores y un código de gestión de las empresas societarias.
  Además la SEC publicó en 2003 varias circulares destinadas a instituir reformas adicionales y garantizar el cumplimiento del Código de Gestión de las Empresas.  Una de las principales actividades de la SEC ha consistido en realizar un seguimiento exhaustivo del cumplimiento, por parte de las compañías, de sus obligaciones sobre gestión empresarial, estipuladas en el Manual de Gestión de las Empresas, y en tratar de explicar los casos de incumplimiento.

v) Empresas de propiedad estatal y privatización

122. En general los resultados de las empresas de propiedad estatal han sido insatisfactorios, y han representado una considerable carga fiscal.  En 2000 el Gobierno se comprometió a dar mayor solidez financiera al sector de las empresas públicas a través de una más estricta disciplina financiera y una mejor administración de recursos, para que esas entidades dependieran en menor medida de subvenciones públicas.  Esas reformas incluyeron un severo examen de las solicitudes de apoyo de crédito neto y alivio de la carga tributaria, formuladas por las corporaciones de propiedad y bajo el control del Estado, y un régimen más restrictivo de aprobación de garantías públicas para préstamos destinados a las corporaciones de propiedad y control estatales.
  Pese a esos esfuerzos, la situación financiera del sector de las empresas públicas se ha deteriorado.  En 2004 (septiembre), el importe de las subvenciones otorgadas por el gobierno nacional a las corporaciones de propiedad y bajo control del Estado ascendió a unos 7.000 millones de pesos.  El total del déficit de esas entidades, que era de 4.590 millones de pesos en 1999, pasó a ser de 19.160 millones de pesos en 2000.
  En 2001 se incrementaron -hasta llegar, en total, a 24.450 millones de pesos- los déficit totales de las 14 corporaciones de propiedad y bajo control del Estado cuya situación era objeto de seguimiento por el FMI;  este aumento obedeció principalmente a la situación de la Corporación Nacional de la Energía (NPC) y de las Sociedades de Servicios de Agua de Mayniland.  Además, las condiciones desfavorables imperantes en el mercado en 2001 afectaron a los programas de privatización del Gobierno y demoraron la venta de algunos activos "de gran importancia" que figuraban en el programa de enajenación.  Según las autoridades, aún falta privatizar ocho empresas de ese género.  
vi) Derechos de propiedad intelectual

a)
Panorama general
123. Filipinas es parte en la Convención por la que se establece la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y en otras convenciones internacionales sobre propiedad intelectual.
  Desde su último examen, Filipinas pasó a ser parte del Tratado de Cooperación en materia de Patentes (2001);  Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor (2002);  y del Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas (2002).  El país dispone de un amplio cuerpo legislativo sobre propiedad intelectual.  El principal cuerpo de leyes sigue siendo el Código de Propiedad Intelectual (Ley de la República Nº 8293, de 1998), que según las autoridades está en conformidad con el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) de la OMC.
  El Código de Propiedad Intelectual comprende la legislación sobre patentes, marcas de fábrica o de comercio y derechos de autor;  los modelos de utilidad y dibujos y modelos industriales están protegidos por la ley de patentes.  Desde 1999 se han dictado varias órdenes de la oficina para facilitar la aplicación del Código de Propiedad Intelectual que fue modificado en 2000 por la Ley de la República Nº 9150 para proteger los esquemas de trazados (topografías) de circuitos integrados.
  Nuevas leyes protegen asimismo a nuevas obtenciones vegetales (2002) y regulan la importación, exportación y producción de discos ópticos, incluidos instrumentos y materiales utilizados para su copia (2004).

124. El principal cometido de la Oficina de la Propiedad Intelectual (IPO) sigue siendo la administración y aplicación del Código de Propiedad Intelectual.  Sus restantes funciones no parecen haber cambiado en el período en examen.

b)
Patentes
125. El Código de Propiedad Intelectual y sus reglamentos de aplicación conceden protección a las patentes.
  Según dicho Código se entiende por invención patentable "cualquier solución técnica a un problema en cualquier sector de actividad humana que sea nueva, entrañe una actividad inventiva y sea susceptible de aplicación industrial".  La invención puede estar relacionada con un producto o proceso.  La ley enumera invenciones no patentables.
  Puede gestionarse su protección mediante una solicitud de modelo de utilidad o de dibujo o modelo industrial (aspectos estéticos de un artículo manufacturado) o invocando un derecho de autor (programas de ordenador).

126. El inventor o la persona que encarga la obra posee el derecho de propiedad sobre la patente.  Las patentes se otorgan conforme a la regla del primer solicitante, aplicándose el derecho de prioridad.
  Por lo tanto, si una persona ha presentado previamente la misma solicitud en otro país, que concede privilegios similares a los ciudadanos filipinos, la fecha de presentación de la solicitud en el exterior se considera como fecha de presentación en Filipinas.

127. Recibida la solicitud, el examinador comprueba que la solicitud cumpla los requisitos formales necesarios para el reconocimiento de una fecha de presentación.  De ser así, la solicitud de patente se publica en la IPO Gazette junto con un documento de búsqueda en que se citan los documentos que reflejen el estado anterior de la técnica.
  Tras la publicación de la solicitud de patente, cualquier persona o entidad interesada puede examinar los documentos presentados a la Oficina y realizar observaciones referentes a la patentabilidad de la invención.  Sólo se realiza un examen sustantivo previa solicitud.  Si no se concede la patente el solicitante puede apelar la decisión ante el Director de Patentes, cuya decisión puede ser apelada ante el Director General, y la decisión de este último ante el Tribunal de Apelación.  El órgano de última instancia es el Tribunal Supremo.

128. Una patente entra en vigor en la fecha de publicación de la concesión de la patente en IPO Gazette.  La duración de una patente es de 20 años a partir de la fecha de la presentación de la solicitud.  Los titulares de patentes tienen el derecho de cederlas o transferirlas por sucesión y de concertar contratos de licencia de la patente y de uso exclusivo del bien o proceso patentado.  No obstante, la ley impone limitaciones a los derechos de patentes
, y confiere el derecho de usuario anterior.
  En circunstancias específicas, un organismo oficial o un tercero autorizado por el Gobierno podría explotar la invención inclusive sin el consentimiento del titular de la patente.  Además toda persona o entidad interesada puede, mediante el pago de la tasa prescrita, solicitar la cancelación de la patente basándose en que la invención no es patentable o que la patente no revela la invención en forma suficientemente clara como para que cualquier otra persona pueda usarla, o es contraria al orden o la moral públicos.

129. Puede concederse una licencia obligatoria -sin el consentimiento del titular de la patente- por razones específicas, tales como emergencia nacional;  por razones de interés público, en particular la seguridad nacional, el estado nutricional o la situación sanitaria;  o cuando un órgano judicial o administrativo ha concluido que el propietario de la patente la está explotando en forma contraria a la competencia.
  No obstante, en circunstancias normales las autoridades instan a las partes a celebrar acuerdos voluntarios de licencias y sólo como último recurso presentar a la IPO la petición de una licencia obligatoria, cuando el titular de la patente no ha autorizado a terceros a explotar la invención patentada en condiciones comerciales razonables.
  Según las autoridades, desde 1999 la IPO ha concedido dos licencias obligatorias, ambas referentes a productos farmacéuticos.

130. La infracción de las patentes constituye un delito civil, que puede dar lugar a demandas administrativas y civiles;  si se reincide, pasa a pertenecer al ámbito penal.  Decretada judicialmente la culpabilidad, a discreción del tribunal puede imponerse al infractor pena de prisión de seis meses a tres años y/o una multa comprendida entre 100.000 y 300.000 pesos.

c)
Modelos de utilidad, dibujos y modelos industriales y esquemas de trazado
131. Desde 1999 no se han introducido modificaciones sustanciales en la legislación referente a modelos de utilidad y dibujos y modelos industriales.
  Conforme al Código de Propiedad Intelectual, una invención reúne los requisitos para ser registrada como un modelo de utilidad si es nueva y susceptible de aplicación industrial;  y un dibujo o modelo industrial si es nuevo u original.  
132. Sigue siendo necesario el registro en la Oficina de Patentes para proteger los modelos de utilidad y los dibujos y modelos industriales.  La protección concedida es similar a la que se concede a otras invenciones a través de una patente.  La solicitud de registro debe publicarse en la IPO Gazette.  El registro va precedido de un examen del cumplimiento de las formalidades.  El registro de un modelo de utilidad expira, sin posibilidad de renovación, al cabo de siete años de la fecha de presentación de la solicitud.  El registro de un dibujo o modelo industrial es válido por un período de cinco años a partir de la fecha de presentación de la solicitud, y puede ser renovado por dos períodos consecutivos de cinco años.

133. Para beneficiarse de protección, los esquemas de trazado de circuitos integrados también deben registrarse en la Oficina de Patentes de la IPO;  sólo pueden registrarse los esquemas de trazado originales.  El derecho de registro pertenece al creador y a sus herederos o designatarios.  Al igual que en el caso de las patentes, se aplica la regla del primer solicitante.  El Director de la Oficina dispone de 10 días, desde la fecha de presentación, para rechazar la solicitud.  Si no la rechaza, la solicitud debe publicarse en la IPO Gazette.  Cualquier persona o entidad interesada puede oponerse a la solicitud basándose en falta de originalidad o en que la solicitud no ha sido presentada dentro del plazo de dos años contado a partir de la fecha de la primera explotación comercial en cualquier parte del mundo.

134. Se concede protección a los esquemas de trazados por un período no renovable de 10 años contados desde la fecha de la primera explotación comercial, en cualquier parte del mundo, o desde la fecha de presentación de la solicitud si el trazado no ha sido explotado anteriormente.  Cualquier parte interesada puede solicitar la cancelación del registro de un esquema de trazado por las siguientes causales:  que no pueda ser objeto de protección, que el titular del derecho no tenga derecho a protección, o que la solicitud no haya sido presentada dentro del plazo de dos años contados desde la primera explotación comercial en cualquier parte del mundo.  Un esquema de trazado registrado puede también ser objeto de una petición de licencia obligatoria.

d)
Marcas de fábrica o de comercio
135. Para gozar de protección, una marca de fábrica o de comercio debe registrarse en Filipinas o en el extranjero (el titular de una marca de fábrica o de comercio extranjera puede reivindicar la prioridad de la fecha de presentación).  El Código define las marcas que pueden registrarse.  Comprenden marcas de bienes y servicios, nombres comerciales o nombres de empresas y marcas colectivas.
  El Código de Propiedad Intelectual protege como marcas de fábrica o de comercio las designaciones de origen.  Se prohíbe el uso de designaciones de origen falsas o engañosas y la importación de cualquier bien marcado o etiquetado de ese modo.  
136. Las solicitudes de registro de una marca de fábrica o de comercio se presentan en la Oficina de Marcas de Fábrica o de Comercio (BOT) de la IPO.  Recibida la solicitud, el examinador procede a un examen formal, necesario para el reconocimiento de la fecha de presentación;  también se requiere un examen sustancial para determinar el carácter distintivo y la registrabilidad de la marca.  Si el examinador no encuentra razones para denegar la solicitud, se registra la marca.  La solicitud se publica luego en la IPO Gazette para dar la posibilidad al público de oponerse a ella.  Se requiere una declaración del uso real de la marca, de lo contrario la solicitud puede ser rechazada o, si la inscripción ya se ha realizado, cancelarse.
  Se publican todas las marcas de fábrica o de comercio registradas.  
137. La protección de una marca de fábrica o de comercio se otorga por 10 años;  el registro puede renovarse (un número ilimitado de veces) por períodos decenales.  El titular de una marca tiene el derecho exclusivo de impedir que terceros utilicen signos idénticos o similares cuando ese uso provoca confusión.  Una marca puede transferirse con o sin la transferencia de la empresa que la usaba.  Las marcas, salvo las colectivas, también pueden ser objeto de contratos de licencia.  Las peticiones de cancelación de marcas pueden ser presentadas a la Oficina de Asuntos Jurídicos, por cualquier persona que se considere, o haya sido, perjudicada por el registro de una marca.  Desde 1999 se han cancelado 42 marcas de fábrica o de comercio.  
138. En los casos de infracción de una marca de fábrica o de comercio, los tribunales pueden condenar al pago de daños y perjuicios e imponer una pena de dos a cinco años de prisión y/o una multa por una cuantía comprendida entre 50.000 y 200.000 pesos.

e)
Derechos de autor y derechos conexos
139. El Código de Propiedad Intelectual protege las obras literarias y artísticas, incluidas las audiovisuales y cinematográficas, los programas de ordenador, las obras derivadas y los derechos conexos.  Esas obras no requieren registro para su protección;  el derecho de autor existe desde el momento de la creación de la obra.  No obstante, deben depositarse ejemplares de las obras literarias y artísticas en la Biblioteca Nacional y de la Biblioteca del Tribunal Supremo, para completar el fondo de esas bibliotecas.  La ley estipula que los autores, artistas o ejecutantes, productores y organismos de radiodifusión gozan de derechos económicos y morales, y señala las limitaciones a las que está sujeto su ejercicio.  En el período objeto de examen no se han modificado las condiciones de protección, que varían en función del bien protegido.

140. Filipinas no parece conceder el trato nacional con respecto al reconocimiento del derecho de autor.  Este derecho se reconoce si la obra ha sido publicada primero en Filipinas o, publicada primero en otro país, pero publicada en Filipinas en los 30 días siguientes, si el autor es nacional o si los productores de obras audiovisuales tienen sus oficinas centrales o su residencia habitual en Filipinas.  Se otorga protección a los artistas, intérpretes o ejecutantes nacionales;  los de nacionalidad extranjera sólo reciben protección si su actuación en Filipinas o su ejecución o interpretación se incorpora en una grabación sonora protegida por el Código, o si el sonido forma parte de una radiodifusión protegida en virtud del Código.  Se concede protección a las grabaciones de sonido cuando son producidas por nacionales y se publican por primera vez en Filipinas.  Las disposiciones del Código se aplican a la radiodifusión efectuada por entidades de radiodifusión cuyas oficinas centrales estén ubicadas en Filipinas;  y a las radiodifusiones efectuadas a través de transmisores ubicados en Filipinas.  Se concede el trato nacional a los intérpretes o ejecutantes, los productores de grabaciones de sonido y los organismos de radiodifusión, en virtud de convenciones internacionales u otros acuerdos internacionales en que sea parte Filipinas (el Convenio de Berna, la Convención de Roma y el Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas).

141. La infracción de un derecho de autor constituye un delito que da lugar a penas de multa y prisión.  En general la sanción depende del número de veces que se cometa la infracción.
  No obstante, para determinar el número de años de prisión y las multas el tribunal tendrá en cuenta el valor de los materiales infractores que el acusado ha producido o manufacturado y los perjuicios padecidos por el titular del derecho de autor.

f)
Obtenciones vegetales
142. En 2002, Filipinas promulgó legislación para la protección de las obtenciones vegetales.
  Las nuevas obtenciones vegetales puede ser protegidas si han sido explotadas en Filipinas por más de un año antes de la fecha de presentación de una solicitud, o si han sido explotadas en otro país (en que se haya presentado la solicitud) por más de cuatro años o, en el caso de viñas y árboles, por lo menos seis años antes de la fecha de presentación de la solicitud.  Según la ley, una planta no se considera nueva si se ha ofrecido en venta durante los cinco años anteriores a la aprobación de la ley.

143. Todo obtentor puede solicitar un Certificado de Protección de Obtenciones Vegetales.  Como en el caso de la solicitud de una patente, se aplican las reglas de primer solicitante y de fecha de prioridad.  Las solicitudes se examinan primero para verificar la presentación de toda la información y los materiales que corresponden;  luego se reconoce una fecha de presentación, y la solicitud se publica en la Plant Variety Gazette.  Se emite un Certificado de Obtención Vegetal una vez que la Junta Nacional de Protección de Obtenciones Vegetales ha sometido a pruebas y examinado la obtención.  Los árboles y viñas reciben protección durante los 25 años siguientes a la fecha de concesión del certificado, en tanto que a otros tipos de plantas se les otorga protección por 20 años.  Si una solicitud es rechazada, la Junta informa de ello al solicitante;  no obstante, la decisión de la Junta es definitiva, y en general, el solicitante no tiene la posibilidad de recurrirla.  
144. Los titulares de certificados tienen, entre otros, el derecho de producir y reproducir, difundir, vender, exportar, importar y almacenar plantas.  Los derechos del titular se extienden a todas las obtenciones que deriven de una obtención protegida;  a las obtenciones que no se diferencien de las obtenciones protegidas;  y a las variedades cuya producción necesite el empleo repetido de la variedad protegida.  La Ley estipula excepciones a los derechos de los titulares cuando la obtención se utiliza con fines no comerciales o experimentales, para obtener otras obtenciones claramente diferenciadas y para su uso por pequeños productores agrícolas.  Pueden concederse licencias obligatorias en condiciones específicas, y por razones específicas puede cancelarse la protección a las obtenciones vegetales.  La Junta es competente para expedir licencias obligatorias y cancelar certificados.  Puede recurrirse la decisión de la Junta de cancelación de un certificado.

145. A los infractores de derechos de propiedad pueden imponérseles penas de tres a seis años de prisión y/o una multa por un monto no menor de 100.000 pesos o equivalente al triple de los beneficios logrados a través de la infracción. 

g)
Observancia
146. Las instituciones encargadas de la observancia de los derechos de propiedad intelectual en Filipinas son la IPO, el Departamento de Aduanas, la Policía Nacional de Filipinas, la Oficina Nacional de Investigaciones, el Departamento de Justicia, y la Junta de Medios Ópticos (OMB), que sustituyó a la Junta Normativa de los Videogramas (que se ocupa de la piratería relacionada con obras cinematográficas).  La OMB se encarga de conceder licencias a importadores, exportadores, comerciantes, distribuidores y fabricantes de medios ópticos u operadores de equipos de fabricación para la producción o copia de medios ópticos.
  La IPO se encarga de coordinar los programas de observancia de los derechos de propiedad intelectual;  no obstante, sus posibilidades de hacerlo parecen limitadas.  Para reforzar su función de coordinación, la IPO convocó en 2002 al Panel de Acción sobre Observancia de Derechos de Propiedad Intelectual (IP-REAP), órgano conjunto del sector público y el sector privado establecido para brindar coordinación y colaboración entre los diversos organismos públicos de observancia en el sector privado.  Además se creó el Servicio de Observancia sobre Propiedad Intelectual (IPES), encargado de la coordinación y aplicación de proyectos del IP-REAP.

147. En 2001, Filipinas respondió a la lista de cuestiones sobre la observancia de la OMC.
  Filipinas parece haber realizado algunos esfuerzos tendentes a mejorar la observancia de los derechos de propiedad intelectual.  Por ejemplo, la Oficina de Aduanas creó en septiembre de 2003 una unidad permanente de derechos de propiedad intelectual para investigar todas las partidas de mercancías falsificadas y pirateadas
, y se promulgaron nuevas leyes de protección de obtenciones vegetales y reglamentación del comercio y la producción de discos ópticos.  No obstante, la observancia sigue siendo deficiente.  Muchos organismos de observancia experimentan falta de recursos, y los temas de los derechos de propiedad intelectual siguen recibiendo una prioridad relativamente baja.  Falta personal capacitado y coordinación interinstitucional, y existe un creciente atraso en la tramitación de casos en el sistema judicial.
  Las medidas de observancia, como las redadas e incautaciones, suscitan tan sólo efectos temporales, ya que los procedimientos de observancia posteriores a las redadas son ineficaces.

148. Es difícil evaluar los esfuerzos en materia de observancia desplegados en Filipinas (cuadro III.8).  El número de artículos (por ejemplo CD, DVD, cintas de VHS, grabadores de CD y máquinas copiadoras) confiscados desde 1999 se ha reducido considerablemente, especialmente en 2004, lo que puede deberse a la reducción de las infracciones a los derechos de propiedad intelectual, según sostienen las autoridades, o a falta de medidas de observancia.  
149. El Código de Propiedad Intelectual no prohíbe ni permite expresamente las importaciones paralelas.  Las autoridades no pudieron aclarar si se permite el ingreso en Filipinas de importaciones paralelas.

Cuadro III.8

Observancia de los derechos de propiedad intelectual, 1999 a junio de 2004

(En miles, y en  miles de pesos)

	Organismos
	Artículos confiscados (incluidos CD, DVD, cintas de VHS, grabadores de CD y maquinas copiadoras)

	
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	Total

	NBI-IPRD
	59,7
	656,5
	4.608,5
	-
	-
	-
	5.324,7

	PNP-CIDG
	56,3
	16,1
	196,8
	-
	439,1
	26,7
	735,1

	VRB/OMB
	424,9
	722,1
	402,6
	6.048,3
	2.734,0
	308,7
	10.640,6

	BOC
	3.258,9
	31,4
	79,8
	-
	219,0
	4,9
	3.594,1

	DTI-BTRCP
	1,0
	-
	-
	-
	-
	-
	1,1

	EIIB
	714,1
	-
	-
	-
	-
	-
	714,1

	Número total 
	4.515,0
	1.426,1
	5.287,7
	6.048,3
	3.392,2
	340,4
	21.009,7

	NBI-IPRD
	21.006,5
	211.347,5
	475.598,9
	399.993,2
	487.867,1
	90.230,0
	1.686.043,2

	PNP-CIDG
	4.934,6
	1.532,1
	2.219,6
	703.970,2
	17.162,4
	775,9
	730.594,9

	VRB/OMB
	67.247,5
	55.776,4
	40.257,9
	604.835,5
	252.984,6
	15.436,0
	1.036.538,0

	BOC
	146.939,1
	7.102,2
	35.449,2
	8.547,2
	4.178,5
	-
	202.216,3

	DTI-BTRCP
	21,8
	367,9
	-
	-
	-
	-
	389,7

	EIIB
	44.987,5
	-
	-
	-
	-
	-
	44.987,5

	Valor total
	285.137,0
	276.126,2
	553.525,5
	1.717.346,2
	762.192,6
	105.341,9
	3.700.769,6


Nota:
NBI-IPRD - Oficina Nacional de Investigaciones - División de Derechos de Propiedad Intelectual.

PNP-CIDG - Policía Nacional de Filipinas - Grupo de Investigación y Detección Criminal.

VRB/OMB - Junta Normativa de los Videogramas/Junta de Medios Ópticos.

BOC - Oficina de Aduanas.

DTI-BTRCP - Departamento de Industria y Comercio - Oficina de Reglamentación del Comercio y Protección del Consumidor.

EIIB - Oficina de Inteligencia e Investigaciones Económicas.

Fuente:
Gobierno de Filipinas.
� Están exentos los importadores de las Zonas Económicas Especiales, el Gobierno, sus servicios y organismos, las embajadas extranjeras y las organizaciones internacionales que gozan de estatuto diplomático y/o están reconocidas por el Gobierno, como por ejemplo, el Banco Asiático de Desarrollo y la Organización Mundial de la Salud.





� Entre estos organismos figura el Servicio de la Explotación del Coco de Filipinas, el Organismo de Certificación de la Organización Internacional del Café, la Oficina de Pesca y Recursos Acuáticos, el Departamento de Medio Ambiente y Recursos Naturales para los casos de los troncos y la madera, la Oficina de Producción de Especies Vegetales y la Dirección de Reglamentación del Azúcar.  





� Importadores registrados que no hayan sido objeto de medida disciplinaria ni hayan importado productos prohibidos y hayan pagado todos los derechos e impuestos durante al menos un año.





� APEC (2005b), página 21.  Las autoridades indican que ello se debió a graves problemas de contrabando y a limitaciones de recursos humanos.  Para contribuir a la lucha contra el contrabando, Filipinas va a disponer el examen obligatorio de los contenedores refrigerados.





� APEC (2005b), página 20.





� El contrato con el SGS expiró el 31 de marzo de 2000 (documento G/VAL/W/63 de la OMC, de fecha 31 de marzo de 2000).





� Documento G/VAL/N/1/PHL/1 de la OMC, de fecha 5 de octubre de 2001.





� Documento G/VAL/2/Rev.14 de la OMC, de fecha 25 de abril de 2002.





� Philippine Tariff Commission (2003a).





� El arancel de 1999 tenía 5.569 líneas, el de 2003, 5.828 líneas y el de 2004, 10.688 líneas.  Así pues, la comparación de las medias arancelarias puede inducir a error debido a la división de algunas líneas arancelarias en sectores con aranceles elevados.  Por ejemplo, en el arancel de 1999 el material de transporte tenía 156 líneas cuyos tipos oscilaban entre el 3 y el 40 por ciento, mientras que en 2004 tenía 1.003 líneas cuyos tipos variaban del 1 al 30 por ciento;  no obstante, durante este período el promedio aumentó del 11,9 al 18,1 por ciento.





� Por ejemplo, los de determinados productos de carnes de ave de corral, café en grano y patatas.  





� Se trata de la Ley de Modernización de la Agricultura y de la Pesca de 1997, la Ley de Desarrollo de la Industria de la Joyería de 1998 y el Código de la Pesca de Filipinas de 1998.





� Por ejemplo, derechos de tramitación de importaciones, administrativos y de registro y cargas de laboratorio.





� Orden Administrativa Nº 207 de 2001 sobre la pesca y Orden Nº 221 de 2003.





� Documento G/LIC/N/3/PHL/4 de la OMC, de fecha 7 de noviembre de 2001.





� No está claro qué productos están sujetos a licencias automáticas y no automáticas.





� Entre estos productos figuran las aves de caza, los cereales forrajeros y los sucedáneos de estos cereales, los antibióticos, los pesticidas, los abonos, los productos de la madera y la hulla.





� Documento G/STR/N/4-7/PHL de la OMC, de fecha 24 de septiembre de 2002.





� Documento G/STR/N/4-7/PHL de la OMC, de fecha 24 de septiembre de 2002.





� Véanse los detalles de los cambios en Philippine Tariff Commission (2001c).





� Como, por ejemplo, la de suspender el despacho de productos importados mientras no se determinaba si había presunción prima facie de dumping o de subvención;  la imposición de medidas provisionales inmediatamente después de constatar que existía presunción prima facie de dumping o subvención, con efectos hasta la determinación definitiva de la existencia de dumping o subvención;  la inclusión de sucedáneos en la definición de productos similares;  la aplicación de derechos antidumping o compensatorios para países específicos;  la limitación a 10 días del plazo para la presentación de respuestas a los cuestionarios;  y la posibilidad de aplicar retroactivamente derechos definitivos antidumping o compensatorios.





� El solicitante debe depositar una fianza que cubra los posibles daños que afecten al importador si la solicitud se hubiera presentado a la ligera.  La fianza sólo se devuelve cuando se haya dictado una determinación preliminar positiva.


� Documento G/ADP/N/1/PHL/2 de la OMC, de fecha 21 de septiembre de 2001.





� Documento G/SCM/N/1/PHL/2 de la OMC, de fecha 26 de septiembre de 2001.





� Los productos afectados fueron el vidrio flotado y estirado (Indonesia y Malasia), la resina de polipropileno (Corea), las chapas y desbastes de acero laminado en frío (Malasia) y los tochos (Rusia).





� Serie de documentos de la OMC G/SCM/N/52, G/SCM/N/56, G/SCM/N/62, G/SCM/N/68, G/SCM/N/75, G/SCM/N/81, G/SCM/N/87, G/SCM/N/93, G/SCM/N/98 y G/SCM/N/106.





� Philippine Tariff Commission (sin fecha).





� A fin de determinar la existencia de daño grave o de amenaza de daño grave, la Comisión Arancelaria considera todos factores económicos pertinentes, por ejemplo:  el ritmo y la cuantía del aumento de las importaciones en términos absolutos o relativos;  la proporción del mercado interno absorbida por las importaciones;  los cambios en el nivel de ventas, precios, producción, productividad, utilización de la capacidad, existencias, ganancias y pérdidas, salarios y empleo en la rama de producción nacional;  inactividad significativa de las instalaciones productivas de la rama de producción nacional, incluido el cierre de plantas  o la infrautilización de la capacidad;  la incapacidad de un número significativo de empresas para realizar la producción nacional de forma rentable;  y la existencia de desempleo o subempleo significativos en la rama de producción nacional.  Es necesario que en la investigación también se determine si el producto nacional es un producto similar o un producto directamente competidor del producto importado objeto de examen, y si las importaciones han aumentado (en términos absolutos o relativos) con respecto a la producción nacional.





� Las autoridades indican que el derecho del DTI a rechazar una constatación negativa de la Comisión Arancelaria se encuentra sometida a recurso judicial a raíz de la decisión sobre el cemento.  En este caso, el DTI rechazó una determinación de la Comisión Arancelaria en el sentido de que no se justificaban las salvaguardias puesto que las importaciones no habían causado un daño "grave" e introdujo derechos de importación específicos equivalentes al 80 por ciento.  





� Véase en el documento G/SG/N/1/PHL/2 de la OMC, de fecha 9 de julio de 2001, los productos que son susceptibles de salvaguardias especiales.





� Los productos afectados fueron:  cebollas y chalotes, frescos o refrigerados (SA 0703.10.00) (documento G/AG/N/PHL/28 de la OMC, de fecha 23 de septiembre de 2002);  carne y despojos comestibles de determinadas aves (SA 0207.11.20, SA 0207.12.20, SA 0207.14.12, SA 0207.14.92;  y SA 1602.32.90) (documento G/AG/N/PHL/29 de la OMC, de fecha 8 de octubre de 2002).





� Los productos afectados fueron las preparaciones y las conservas de carne o despojos de determinadas aves, en envases herméticos (SA 1602.32.10) (documento G/AG/N/PHL/30 de la OMC, de fecha 9 de octubre de 2002).





� Por "discriminación" las autoridades entienden el trato desigual comedido a Filipinas frente al de otros países en la aplicación de leyes, reglamentos y prácticas administrativos, procedimientos aduaneros, derechos y cargas y la clasificación de mercancías.





� Bureau of Product Standards (sin fecha).





� En calidad de miembro de la Organización Internacional de Normalización (ISO), la BPS también participa en la elaboración de normas internacionales.  La BPS también es el servicio nacional de información de la OMC.





� APEC (2005b), página 19.





� APEC (2005b), página 19.  Se trata de artículos que se pueden llevar, muebles para el hogar, materiales de construcción, alimentos y productos alimenticios, productos eléctricos y de la electrónica, tecnología de la información, partes de vehículos automóviles, artículos de regalo y decoraciones para fiestas, productos orgánicos y naturales y productos del mar.  





� Department of Trade and Industry (2004d).





� Department of Trade and Industry (2004a).





� Más de 70 productos están amparados por la Marca de Norma Filipina, entre ellos aparatos de aire acondicionado, baterías (para automóviles y motocicletas), pequeños transformadores eléctricos, líquidos de freno, cemento, lámparas circulares, cocinas fijas, ventiladores eléctricos, extintores de incendios, planchas, fusibles, cilindros de gas de petróleo líquido, lámparas (circulares/fluorescentes), portalámparas y cerillas.





� La BPS firma memorandos de entendimiento con organismos de certificación extranjeros a fin de trabajar conjuntamente en la evaluación de los sistemas de calidad.  Ha firmado dichos memorandos con SIRIM QAS International (Malasia) y DSN (Indonesia).





� Orden Administrativa Nº 18, serie 2000.





� Dun y Bradstreet (2002).





� Dun y Bradstreet (2002).





� Department of Agriculture (2000).





� Orden Administrativa Nº 195 de 1999 relativa a la pesca.





� Documento G/SPS/N/PHL/41 de la OMC, de fecha 22 de abril de 2002.





� Memorandos de Distribución General del Departamento de Agricultura Nº 8 de 2003 y Nº 12 de 2003.





� Documentos G/SPS/N/PHL/15, de fecha 15 de noviembre de 1999, y G/SPS/N/PHL/49, de fecha 15 de octubre de 2003, de la OMC.





� Documentos G/SPS/N/PHL/18, de fecha 9 de junio de 2000, G/SPS/N/PHL/23, de fecha 5 de diciembre de 2000, G/SPS/N/PHL/28, de fecha 23 de marzo de 2001 y G/SPS/N/PHL/28, de fecha 26 de marzo de 2002, de la OMC.





� Documento G/SPS/N/PHL/38 de la OMC, de fecha 26 de marzo de 2002.





� Documentos G/SPS/N/PHL/41 de la OMC, de fecha 22 de abril de 2002 y G/SPS/N/PHL/61-3, de fecha 18 de febrero de 2004.





� Documento G/SPS/N/PHL/19 de la OMC, de fecha 27 de junio de 2000.





� Documento G/SPS/N/PHL/44 de la OMC, de fecha 20 de septiembre de 2002.





� Documento G/SPS/N/PHL/51 de la OMC, de fecha 29 de enero de 2004.





� Entre éstas figuran el nombre comercial registrado, la marca de fábrica o de comercio registrada, el nombre registrado de la empresa, la dirección del fabricante, el importador o la empresa de reenvasado en Filipinas, los ingredientes de fabricación general o activos, la cantidad neta de los contenidos y el país de fabricación, si se trata de productos importados (Departament of Trade and Industry, 2004).





� Dun y Bradstreet (2002).





� APEC (2005b), página 26.





� Alocución de la Presidencia sobre el Presupuesto de 2002.





� Alocución de la Presidencia sobre el Presupuesto de 2004.





� Por entidad contratante se entiende toda rama, departamento, oficina, organismo u órgano gubernamental, incluidas las universidades y centros de enseñanza estatales, las empresas de propiedad o bajo el control del Estado, las instituciones financieras gubernamentales y las entidades de la administración local que contraten bienes, servicios, servicios de consultoría y proyectos de infraestructura.





� Éstos deben incluir factores tales como el precio, la experiencia, los resultados y la calidad del personal.





� APEC (2005b), página 25.





� La empresa extranjera debe ser originaria de un país que otorgue los mismos privilegios a Filipinas.





� Documento G/STR/N/4-7/PHL de la OMC, de 24 de septiembre de 2002.





� Que permiten a los agricultores recuperar los costos de producción y a la vez obtener una modesta ganancia, pero que también garantiza precios al por menor razonables, accesibles a los consumidores.





� Documento G/C/38 de la OMC, de 24 de octubre de 2003.





� Documentos G/L/325, G/C/W/281, G/C/W/289 y G/C/W/336 de la OMC, de 5 de octubre de 1999, 17 de julio de 2001, 30 de agosto de 2001 y 5 de noviembre de 2001, respectivamente.





� El uso de sustancias tensoactivas duras está prohibido debido a preocupaciones ambientales;  se permiten, en cambio, las sustancias tensoactivas blandas que no tienen necesariamente una base de coco (RA 8970 of 2000).





� Orden Ejecutiva Nº 776 (que permite la importación de antibióticos semisintéticos sólo en cantidades y tipos no producidos en Filipinas), de 24 de febrero de 1982.





� Comisión Arancelaria de Filipinas (2001d), volumen 1 - secciones 514 y 515.  Esos productos comprenden productos de madera (madera de construcción, madera para chapar y madera contrachapada);  productos minerales (cobre, hierro, cromita, oro, cemento de clinker, cemento Portland, combustibles minerales (petróleo combustible para buques y brea de petróleo), y plata);  plantas y productos vegetales (abacá, banana, coco (copra, aceite de coco, harina de copra, torta de copra, coco desecado), piñas (ananá) troceadas o trituradas, jugos o concentrados de jugos de piña (ananá), azúcar (azúcar y melazas centrifugadas), y tabaco (hojas de tabaco y tabaco desmenuzado);  y gambas y camarones.  





� Philippine Tariff Commission (2001d), volumen 1 - sección 515.  No obstante, según las autoridades, no se aplica el artículo 515.





� La bonificación fiscal es del 2,5 por ciento para un 5 por ciento de incremento de los ingresos anuales de exportación, 5 por ciento para un incremento de un 10 por ciento, 7,5 por ciento para un incremento de 15 por ciento, y 10 por ciento para incrementos de más de 15 por ciento.





� El valor mínimo de exportación y el valor f.o.b. pueden ser modificados por el DTI o por la BOI (Orden Ejecutiva Nº 244, 3 de octubre de 2003).





� Comisión Arancelaria de Filipinas (2001d), volumen 1 - sección 106.





� Comisión Arancelaria de Filipinas (2003b), volumen II - sección 2002.





� Comisión Arancelaria de Filipinas (2003b), volumen II - sección 2005.





� Las empresas registradas en la PEZA pueden ulteriormente pagar un impuesto del 5 por ciento sobre el ingreso bruto, en lugar de todos los impuestos nacionales locales.


� Esta garantía cubre el 90 por ciento de los préstamos tomados por las PYMES para financiar el capital de explotación anterior al embarque.





� Por ejemplo, el Programa de Servicios Generales (GFP) de la TIDCORP garantiza hasta el 100 por ciento de sus préstamos para financiar exportaciones, actividades manufactureras y servicios dispensados para promover exportaciones e industrias de sustitución de importaciones.


� Medalla (2002).





� Manasan (2002).





� BOI (2001).





� Entre los productos de exportación no tradicionales no figuran los siguientes:  copra, harina y torta de copra, aceite de coco en bruto, coco desecado, melazas no comestibles, jarabe de piña (ananá), troncos, madera de construcción, madera contrachapada y madera para chapar y tabaco sin elaborar.





� Comprendían los sectores agropecuario y pesquero;  transporte aéreo, terrestre e interinsular;  drogas y medicamentos;  gestión ecológica de desperdicios sólidos;  energía, plantación de árboles para producción industrial;  hierro y acero;  tecnología de la información y las comunicaciones;  infraestructura (por ejemplo sistema de electrificación rural, telecomunicaciones y proyectos de electricidad), proyectos de vivienda en gran escala, sector petroquímico, impresiones, refinerías, almacenaje, comercialización y distribución de productos de petróleo;  turismo, y actividades de investigación y desarrollo (BOI, sin fecha b).





� Las empresas se clasifican como "pioneras", "no pioneras" o "en expansión".  Se entiende por empresa pionera la que introduce nueva tecnología en Filipinas, y realiza actividades agrícolas, forestales o mineras para alcanzar objetivos nacionales o produce combustibles no convencionales o equipos que utilizan esas fuentes de energía.  





� BOI (2001).





� El Congreso está deliberando sobre el proyecto de ley de racionalización de las estructura de los incentivos fiscales.





� No están sujetos a esta limitación los cargos de Presidente, gerente general y tesorero.





� BOI (2001).





� Se ha establecido un sistema centralizado de documentación de importaciones y exportaciones para facilitar las importaciones de equipos, piezas de repuesto y materias primas, así como las exportaciones.  





� Se entiende por microempresas las que tienen activos de hasta 3 millones de pesos y emplean entre 1 y 9 personas;  las pequeñas empresas son las que tienen activos por valor de 3 millones a 15 millones de pesos y cuentan con 10 a 99 empleados, y las empresas medianas tienen activos por valor de 15 millones a 100 millones de pesos y cuentan con 100 a 199 empleados.





� Department of Trade and Industry (2003).





� La Constitución prohíbe "las asociaciones restrictivas del comercio [y] la competencia desleal" y autoriza la regulación o prohibición de los monopolios por razones de interés público.





� Comisión Arancelaria de Filipinas (2001a).





� UNCTAD (sin fecha).





� UNCTAD (sin fecha).





� Esos organismos son el Banco Central;  la Comisión de Seguros;  la Dirección Nacional de Alimentos (arroz, maíz, trigo y otros cereales y productos alimenticios);  la Dirección de Reglamentación del Azúcar;  el Servicio de la Explotación del Coco de Filipinas;  la Junta de Exportación de Textiles y Prendas de Vestir;  la Junta de Inversiones (industrias pioneras y no pioneras y las mencionadas en el Plan de Prioridades de Inversión);  la Comisión Nacional de Telecomunicaciones;  la Junta de Habilitación y Reglamentación de los Transportes Terrestres;  la Junta de Aeronáutica Civil;  la Administración de la Industria Marítima;  la Junta Portuaria de Filipinas;  y el Departamento de Energía, la Junta de Regulación de la Energía y la Corporación Nacional de la Energía (Comisión Arancelaria de Filipinas, 2001a).





� UNCTAD (sin fecha).





� Comprende "artículos necesarios básicos" (es decir pescado enlatado y otros productos marinos, leche elaborada, café, jabón para lavar la ropa, detergente, velas, pan y sal), y "productos esenciales" (es decir salsa de pescado, harina, carne de porcino elaborada y enlatada, carne de bovino y de aves elaborada y enlatada, fideos, vinagre, salsa de soja, jabón, papel, materiales escolares, cemento, clinker, hojas de información general, bloques huecos, clavos para construcción, baterías, suministros eléctricos, bombillas eléctricas y cables de acero).





� El Departamento de Agricultura controla los precios de la carne de bovino y de ave, el arroz, el maíz, el aceite de cocina, el pescado, el pescado seco y otros productos marinos, los huevos frescos, la carne porcina fresca y seca, la leche fresca, frutas y hortalizas frescas, las raíces, el azúcar, los productos lácteos frescos, los fertilizantes (químicos y orgánicos), los plaguicidas, los herbicidas, las aves, los piensos para el ganado porcino y bovino y los productos veterinarios para aves, porcinos y bovinos.  El Departamento de Salud controla los precios de los productos farmacéuticos.  El Departamento de Medio Ambiente y Recursos Naturales controla los precios de la leña, el carbón vegetal, la madera contrachapada, madera contrachapada, tablas de nipa y sawali.





� En general la NFA sólo puede conceder licencias a ciudadanos filipinos para actividades de venta al por menor de arroz y sólo los titulares de licencias para venta al por menor pueden acreditarse.  No obstante, en virtud de la Ley de Liberalización del Comercio Minorista (R.A. 8762), los extranjeros que invierten por lo menos 2,5 millones de dólares EE.UU. en Filipinas están habilitados para vender al por menor y podrían obtener una licencia.





� Se dispuso que la NFA interviniera cuando el precio del azúcar bajó a 640 pesos por bolsa;  este nivel fue inferior al precio medio mínimo de 700 pesos estimado por la SRA para garantizar la rentabilidad de los agricultores.





� OCDE (2001).





� Los otros hechos comprenden algunos casos sumamente notorios referentes a denuncias de prácticas de corrupción y fallas de gestión de las empresas y del entorno normativo (los casos se refirieron a la BW Resources Corporation a fines de 1999, y la quiebra del Urban Bank a principios de 2000);  los continuos déficit del ingreso fiscal, que indican fallas de administración tributaria;  la creciente preocupación sobre la falta de transparencia y responsabilidad, promovida por denuncias de corrupción contra el Presidente Estrada a fines de 2000, y la inclusión de Filipinas en una lista de 15 países considerados no cooperadores en la aplicación de las medidas de lucha contra el blanqueo de capitales por parte del Grupo de Acción Financiera Internacional de la OCDE (Banco Mundial, 2001).


� Otras leyes relacionadas con sociedades comprenden la Ley de Financiamiento de Compañías (RA 5980, enmendada por RA 8556), la Ley de Entidades de Inversión (PD 129, enmendado por RA 8366), la Ley de Compañías de Inversión (RA 2629), la Ley de Titularización (RA 9267), y el Código Civil (específicamente las disposiciones referentes a sociedades colectivas).  





� Comprenden la Ley Contra el Blanqueo de Dinero (RA 9160), la Ley de Vehículos para Fines Especiales (RA 9182), Ley de Liberalización del Comercio Minorista de 2000 (RA 8762), el Código General de Inversiones (EO 226, Libro III), la Ley de Inversiones Extranjeras de 1991 (RA 7042, enmendada por RA 8179), Ley de Educación de 1982 (BP 232, enmendada por RA 7798), y la Ley contra las Entidades Ficticias (CA 108).





� SEC (2002).





� Banco Mundial (2001).





� Normalmente sólo se otorgan garantías crediticias a las entidades que cumplen un papel clave.





� Las compañías con resultados menos satisfactorios fueron la Compañía Nacional del Petróleo de Filipinas (PNOC), la Compañía de Desarrollo Nacional (NDC) y la Dirección Nacional de Alimentos;  su déficit combinado totalizó 11.400 millones de pesos.





� Las disposiciones administrativas del Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas (1951) y desde 1997 las disposiciones sustantivas) del Convenio de París para la Protección de la Propiedad Intelectual (1965), el Tratado de Budapest sobre el reconocimiento internacional del depósito de microorganismos a los fines del procedimiento en materia de patentes (1981) y la Convención de Roma sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, de los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión (1984).





� IPO (sin fecha a).





� Ley que prevé la Protección de los Esquemas de Trazado (Topografías) de los Circuitos Integrados (Ley de la República Nº 9150).





� Ley de Protección de las Nuevas Obtenciones Vegetales (Ley de la República Nº 9168), y la Ley de Medios Ópticos (Ley de la República Nº 9239).





� Documento IP/N/1/PHL/P/1 de la OMC, de 1º de agosto de 2001.





� Entre las invenciones no patentables figuran los descubrimientos, teorías científicas y métodos matemáticos;  normas y métodos de ejecución de actos intelectuales, de juegos o actividades profesionales, y programas de ordenador;  métodos de diagnóstico y tratamiento para animales o seres humanos;  obtenciones vegetales, razas animales o procedimientos biológicos para su producción.





� Tienen derecho a la patente las personas que presentaron la solicitud en la primera fecha de presentación o en la primera fecha de prioridad.





� Conforme a la definición de la sección 24.1 del Código de Propiedad Intelectual, se entiende por "estado anterior de la técnica" "cualquier cosa que haya sido puesta a disposición del público en cualquier lugar del mundo antes de la fecha de presentación o de la fecha de prioridad de la solicitud de filipinos que reivindican la invención".





� IPO (sin fecha b).





� El titular de la patente no tiene derecho a impedir, inter alia, el uso de un producto patentado que ya ha sido puesto en el mercado interno;  el uso privado o no comercial de ese producto, y el uso de un producto para experimentos o para su uso en la profesión médica y por las farmacias.





� Toda persona que estuviera usando la invención antes de la fecha de presentación o de la fecha de prioridad de la solicitud cuando se concedió la patente tiene el derecho de seguir usándola.





� Sección 93 del Código de Propiedad Intelectual.  Filipinas ha notificado las Normas y Reglamentos sobre procedimientos contradictorios, que regulan la petición de cancelación de una marca, patente, modelo de utilidad o dibujo o modelo industrial, de oposición al registro de una marca y de concesión de licencias obligatorias (documento IP/N/1/PHL/I/4 de la OMC, de 1º de agosto de 2001).





� IPO (sin fecha c).  Las Normas y Reglamentos sobre licencias voluntarias fueron notificados a la OMC en 2001 (documento IP/N/1/PHL/C/2-IP/N/1/PHL/I/2 de la OMC, de 15 de junio de 2001).





� Ley por la que se protegen los esquemas de trazado (topografías) de los circuitos integrados (Ley de la República Nº 9150) y Reglamento sobre los esquemas de trazado (documento IP/N/1/PL/L/I de la OMC, de 3 de febrero de 2003).  


� Los nombres comerciales quedan protegidos incluso antes del registro y sin él, contra cualquier acto ilícito cometido por terceros.





� El artículo 152 del Código de Propiedad Intelectual estipula las situaciones en que puede excusarse la no utilización de una marca.





� La sanción por el primer delito es una multa por una suma comprendida entre 50.000 y 150.000 pesos y pena de prisión de uno a tres años;  para el segundo, la sanción es una multa comprendida entre 150.000 y 500.000 pesos y pena de prisión de tres a seis años, y para el tercer delito y los delitos subsiguientes, la sanción es una multa comprendida entre 500.000 y 1.500.000 de pesos y pena de prisión de seis a nueve años.  En caso de insolvencia se impone, en todos los casos, la pena de prisión subsidiaria.





� Ley para proteger las nuevas obtenciones vegetales, que establece una Junta Nacional de Protección de las Obtenciones Vegetales y para otros fines (Ley de la República Nº 9168), de 7 de junio de 2002.  





� Ley de Medios Ópticos de 2003.





� Orden de la Oficina Nº 103, de 27 de octubre de 2003.





� Documento IP/N/6/PHL/1 de la OMC, de 23 de abril de 2001.





� La Oficina de Aduanas realiza comprobaciones al azar de todas las importaciones para determinar si los productos responden a la descripción de la documentación de envío y no entrañan una infracción.  La Oficina de Aduanas puede incautar importaciones que violen la ley.  Las importaciones excluidas del régimen de incautación son las obras con derechos de autor que no excedan de un ejemplar por persona o tres ejemplares para las personas o una familia procedentes del extranjero.





� El IPO/IP-REAP ha iniciado varios proyectos de creación de capacidad.  Comprenden capacitación en familiarización sobre productos, referente a productos frecuentemente objeto de infracciones;  observancia de normas sobre delitos cibernéticos;  del Grupo de Trabajo Especial de Fiscales designados para manejar casos de propiedad intelectual;  de los jueces de los 65 tribunales especiales en lo comercial designados para manejar casos de propiedad intelectual, y de funcionarios de servicios de observancia, sobre prácticas óptimas en materia de investigación de casos de propiedad intelectual y procesamiento de los infractores.  La IPO también promueve la formación, en el Tribunal de Apelaciones, de una división especial encargada de manejar casos de propiedad intelectual.








